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l. INTRODUCCIÓN 

Desde la adhc'>ión de paña a la Co­
munidad Europc;1 (ho} Unión Ettropca). 
la toma de condencia a nh·el juríd.tco de 
las condic1oncs que el nuevo orden Im­
plica se ha ido generalizando en nuestro 
país que. de modo cada vez rnás patente, 
muestra en numerosos campos el recur­
so y la adaptación a las nonuas comuni­
tarias. La imponancia de e: ta concicn­
ciactón radica en que es, muy e pecial­
mente, a través de la acción de lo ciuda­
danos europeos. que acuden a los trata­
dos y las fuentes derivadas en la defcn~a 
de sus intereses, como !iC puede proc.:dcr 
a una efectiva aplicación de la:, non na:, y 
de>arrollar su alcance ¡Xltcncia l. Así. en 
momentos hi>tÓJicos donde fallaba el im­
pulso y dcci>ión políticos para cominuar 
el camino de la con~trucción europea. ese 
impulw se encontró en los CIUdadanos 
que recurrían al Derecho Comunitarto y 
veían satisfechw, sus pretensiones por el 
Trib1mal de Justicia de la Comunidad 
Europea, que adoptaba con frecuencia el 
papel de motor en la profundización ha­
cia una integración más plena. El papel 
primordial de los individuos en este pro­
ceso hace que el conocimiento generali­
zado de las pos ibi lid~tdc~ abiertas por 
nuestra pertenencia a la Unión Europea 
sea una pieza clave en el desarrollo de 
Espafia en el concicno de las naciones 
europeas. 87 



Cnmenw rins a la l.ty Gentral 
Triúuluria _r líneas para .)U nformo 
11: ln:-.tituto de E'-tUdiOs Ftscale'\, 
Mddnd. 1991. 

12) El término "prueba""' el utili· 
ndo en 1.1 leg, ~ lac ión en rcft!rcncw. 
a 1• labor adn11n1<tratha de jthllfi· 
cnc1ón mmeri ~l de ... illl !lelos. A~í 'e 
hace 1!11 la sección J• del c3pítul~' 3° 
de la LG1 ("la prueba'') o. con ca· 
ráll~r general p:lr:t lo.., procedimtt:n· 
to~ :tdnunbtr:tti\ O\, en la sección 2• 
del capítulo 3" de la Ley 30/92 de 
Régimen Jurídico de In Admini,.tr.t­
dón y Proccdtmlento AdmtmMrali­
vo Común. 

{3) A menudo "e habla ~implemen­

te de "c~tirnacr ()n". recalcando m,r 
... u lhlturalcza aprox. tmativa, al tm-
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Es evidente que los jurislas tienen un 
peso específico muy importante dentro 
de esta runción. pues son los abogados. 
asesores legales y jueces los que cali fi· 
can las situaciones confltctivas en tér· 
minos de Derecho Comunitario. Y la 
docu·ina. a su vez, opera de una forma 
especialísima: al sistematizar los com· 
ponentes que constituyen la ley mate· 
rial en un ámbito la normativa europea, 
las reglas nacionales. la jurisprudencia 
interpretativa -, expresn las opciones que 
conceden las normas, señala caminos 
nuevos en su aplicación, clarifica el pa· 
norama al que ~e enfrentan los sujetos 
ele derecho y el legislador. 

Quedan ya pocas áreas que no se 
vean afectadas, de una manera u otra, 
más débil o ruertemente. por el Dere· 
cho Comunitario. Esta influencia es la 
que determina la imponancia que, cada 
vez más, adqu iere el esiUdio de las 
interacciones entre los dos "órdenes le­
gales" . que determ.inan una serie de con· 
diciones necesarias para mantener la CO· 

herencia de los sistemas normativos. en 
el orde n fonnal. y para alcanzar los ob­
jetivos previstos de integración econó­
mica. en el orden material. Ese estudio 
es el que permite desarrollar los efectos 
potenciales ele la penenencia a un orga· 
nismo supranacional como la Unión 
Europea, y es aquí donde, como hemos 
dicho. la doc1rina. los prácticos del De­
recho y los propios ciudadanos refucr· 
zan la cohesión interna de los sistemas 
y la propia val iclez de las normas jurídi­
cas con el recurso a e llas. 

;s,, .. ....,"":5\\!' ,'1 .. -Mf'J'a- ~'·';.n',t'l .. ~n'\T:f ... t&- í't..."' 

llexionar acerca de los criterios que rtm­
damelllan la val ielez o invalidez de las 
técnicas presuntivas en materia tribu­
taria a la luz de las aportaciones del 
Derecho Comuni tario. Es evidente que 
los condicionantes derivados del orde· 
nam iento comunitario incidirán sólo en 
el ámbito cubierto por él, por lo que 
abordaremos brevemente la ··extensión" 
de dicho ámbi to en conexión con la dis­
tribución ele competencias en la Comu­
nidad Europea. Con carácter previo. de­
bernos recalcar la distinción entre los tri· 

butos que han sido objeto de armoniza· 
ción, esto es, los impuestos indirectos, 
para los que existen normas en el pro· 
pío Trntado de la CE (véase el art. 95). 
y los tributos que permanecen funda­
mentalmente dentro de las competencias 
de los Estados Miembros, que se corres· 
ponden con la imposición di recia. Esta 
distinción es importante por los distin­
tos poderes que retienen los Estados en 
cada caso. lo que. naturalmente. produ· 
ce sus efectos. Por último. realizaremos 
alguna referencia a presunciones con· 
cretas en la legislación española. 

2. LAS TÉCNICAS PRE­
SUNTIVAS EN GENERAL 

2.1. La ¡m1eba en el procedimiento de 
gestión(' ) 

L1 rcrerencia a la "prueba" en los pro· 
ccdimientos administrativos es una cons­
tante en b1 legislación y práctica judicial 
de mtcstro país. aunque la doctrina ad­
mite con cariicter pacífico, siguiendo a 
PALA O TABOADA, que dicho 1énníno 
debería reservar;e a la determinación de 
los hechos en los procesos judiciales; si 
lo aplic;unos al procedirrúenlo de gestión 
es por l<ts similitudes que la actuación de 
la Administración presenta con respecto 
a la labor probatoria en sede judicial, a 
pesar de no haUarse en una posición de 
tercero independiente('). 

En los procedimientos tributarios. la 
Administración debe constatar de oli­
cio la realización material del prcsu· 
pul..'!>t\7o\;o lk\...'1:\u úl: 1'..1 tl\Jrmw ll\\\;' pl't. ..... 

ten da aplicar. sólo así puede su campar· 
tamiemo ajustarse a la legalidad. como 
corresponde a un Estado de Derecho y 
predica el artículo 103 de la Constitu· 
ción Española. Expresado en otros tér· 
minos, en estos procedimientos rige el 
principio inquisitivo. lo que a su vez de­
termina que a la Adminislración le co· 
rresponda la cmga objetiva de la prue· 
ba: no h;lbrá liquidación si no aporta los 
elementos de prueba pertinentes sobre 
la realización del hecho imponible. ya 
sea mediante la propia declaración del 



sujeto pasivo o por cualquier Otro me­
dio admitido en Derecho. En ocasiones 
se recurre a métodos indiciarios para 
posibilitar la gestión de los tributos: es 
el caso de la estimación indirecta('). que 
se sirve de signos o indicios en lugar de 
declaraciones. documentos y registros, 
para aportar la prueba necesaria ame el 
incumplimiento de los deberes de cola­
boración del sujeto pasivo. 

Ahora bien, también se puede dar, y 
de hecho se da en numerosas ocasiones, 
una inversión de la carga de la prueba. 
de modo que sen\ el sujeto pasivo quien 
tenga que demostrar la improcedencia 
de una eventual liquidación tribut;lria: 
es el caso de las presunciones. 

2.2. Presunciones 

El arl. 11 8 LGT establece su régi­
men en Derecho tributario, que es aná­
logo al que encontramos con carácter 
general expresado en el Código Civil (y 

la LEC), textos a los que la LGT se re­
mite en materia de prueba. salvo las es­
pecialidades que pudieran establecerse 
(an. 1 15). En todo caso. nosotros nos 
centraremos principalmente en las pe· 
culiaridades de la práctica tributaria, 
aunque se puedan predicar muchos de 
los caracteres que veremos de todo el 
conjunto de legislación administrativa. 

Las presunciones, como hemos di­
cho. son un medio de invertir la carga 
de la prueba, de modo que la Adminis­
tración se ve liberada de la necesidad 
de establecer la realización del presu­
puesto de hecho qne la habilita para la 
liquidación. Tan sólo tendrá que reali­
zar una actividad mínima, consistente 
en la fijación del hecho base del que se 
deriva, lógica o legalmente, la conse­
cuencia presumida('). Con ello se bus­
ca una mayor eficacia del sistema im­
positivo, facil itando la recaudación al 
huir de las dificullades probatorias en 
casos donde, por la frecuencia con que 
se observa la relación entre hecho base 
y una determinada consecuencia. se jus­
tifica el recurso a una medida general 
como la presunción. Por supuesto, apar-

te de eswjusttficación práctica inmedia­
ta. las presunciones deberán re<pctar los 
principios jurídico~ consagrados por el 
ordenamiento de que se trate y de los 
que depende su validez como veremos. 

El art. 1 1 8 LGT recoge la:. di tincio­
oes clásicas entre presunciones legales y 
judicia l~ o '·de hombre·· )' entre presun­
ciones absolutas o iuris er de iure ) pre­
sunciones iuris 1an1um. Cada cla:.c tiene 
sus Cáfltc terísticas específicas derivadas 
de su naturale?..a jUtídil:a. Las presuncio 
nes de hombre. por ~cr producto d~l ra­
zonamiento lógico del órgano admims­
crativo o juclicial, responden a l a~ pecu­
liaridades d~ cada supuesto concreto y, 
por tanto, su variedad es infinita poten­
cialmente. Por ello nos cemraremos en 
el análisis de las presunc ione~ legales 
principalmente. no sin señalar que tanto 
las presuncione legales como las j udi­
ciales están sometidas a los mismo-, con­
dicionantes de ju~t icia material y los de­
rivados del Derecho Comunitario('). 

Los mayores problema.\ se encuentran 
en tomo a la definición de la natwalc7H 
jUtídica de las presunciones iuri.1 el de iure 

que según el an. 118.1 LGT debcrfan ser 
el supuesto excepcional. Lts di liculwdcs 
crecen cuando se introduce el concepto 
dejicciúlf jurídi~·a concepto que -.e halla 
tan próximo que la línea divisoria cmre 
ambos es borrosa., cuando no inaprecia­
ble. Los autores que defienden esta dis 
linci6n se suelen basart:mto en el fin como 
en la C$lructura interna de las normas: las 
pre,unciones se dirigen hacia la actividad 
probatoria, bu can fac ilttar la labor inves­
tigadora de la Administración. miemras 
que las licciones son nonnas de Derecho 
sustantivo que detenninan la a pi icación 
del tributo en sí: y en las presunciones se 
debe dar una conexión lógica. entre los he­
chos considerados como base y conse­
cuencia. lo que no sería necesario en el 
caso de las ficc iones("). Sobre estos fun­
danlentos, se llega a caracteri?..ar las pre­
sunciones iwú el de iure como elemen­
tos probat01ios ordinarios que estarían 
disponibles para un posible uso en los 
casos que se estimase conveniente, es de­
cir, vendrían equiparadas a los medios de 

t:lr de detemunar la ba\c ;1 través 
de Sl~no~;; o Jndicu)'\ anl~ IJ JU'ien­

Lti\ d~ d.UO\ l'Om:n:to~ ) ollJell\oOS 

•ohrc lo' que apo) nr In tiqutdnción 
Véase. Palao Tnho.tda ¡11ot" 1 '' 
Génova Galan, Alheno. ··E,uma­
cton tndtrcctJ"". on VV.A"-.: Co­
memarws n ltl l.r\• qrn~ruJ TrUmta 
ria) lm.~as pard su rrfom¡(J /; ln,­
lltttlo de btudios hscnle,. \1adriJ, 
1991. 

(4) Alguno> autore> ven .tqttl un;t 
acmrdnd prohamnn de ta A~Jllini ;­
tr.\ci'-\n de Cierta impurtuncut. pero 
-,¡~.:mprc h:~y que consl(ltra. qll~ é4.0t.:l 

es una ac:uvtd.!d ··mdírel'1J .. qt.Je no 
incr~c ;obre tu, hecho' y, ror 130· 

lo. la prueba del hcchn base nn re 
' tste 1.1 cmidud qu~ podría <u poner 
dcmo~trar la rcall/ac1ón de 1~' con­
~ecuenci.l pre,umida por mrm •ne­
dio>. No utvrdemo' que IJ pre,un­
ción ~' un •n~trumc.nh) p;mt (3Clli 
tm la hthor de tu gc:,tton tribllluna. 
l:.n t:l cao;;o cle la~ prc'-lunciune' ··dr­
hombrc·· <.¡Ut' l.t Adnllnlstr..LC!un 
puede :1phcar. t(unb1~n -.crá ncc.:­
c;ano fundame-ntar la cunc·uón 16-
gsca en b que !le b:hc e l rc.o.ull.tdo 
pretendido. En t<IC " '") tol.1bo>r de 
prueba'' e' de t nttdad, pucMn que 
nvrmalmcntc ~e requerir,\ un C'<J­
mcn ra1onaJ o de l o~ hecho-.. nu 
~ó lu \erifit.·.•r In tdcnuúaddc un as­
pecto cün él tc\to de la noml.l como 
en l a~ pre-,unclone, legnlt!t 

(5) Lajurbprudcncia :,cñnla lo!!- rc­
qua~tto\ há">ico.., rl!1endo~ ni procc­
~o dedLlCII\'0 ')Obre Ci qut• \~ •l:tiCO 

cun la~ pn.:~unciOnc' lmnums. c,¡n_ 
¡;retadn~ en la exigenc i.1 de ...,ene 
d • .u.J. preci-,iún y concord:mcHL 
cuando la upn~c l :-tCión no rco,ul t~ 
1l6gtca o lrt:llonable. o contrana u 
la~ reglas del buen critcn ll, re\ elan 
du enl:1c~ prcd.,o y directo ~cgUn 
In> rc~la> del cntcno humano. 1.1 
pn:~unción será pcrfeclamente vá­
lida. 

[6) E>e, em Manín. Ern.:<to: J>u­

swláOII t.t legalts} Derecho Trilm­
((lrio; Jn~ titu to de E~tudios F1s~t· 

lc>-Marcial Pons . Madnd. 1995, 
p5g<. 20-23. 
Péret de Ayata. Jo;é Lui>: lAs fir· 
r innt!S en el Derecho Tribuu.rw: 
Editur iol de Derecho Finan<.,cro. 
Madrid, 19711, pág 79} "·; de 
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acuerdo con eM\! autor. en l:ts prc­
,unc1one~ '"el hecho pre"umido no 
e> un hL-cho imponible ... "oo hochos 
repre'-:cnt:t.n \·os del ht:~ho intp()­
mble. miemra' qut: en l.1s fiCCIOnes 

esto no e~ así al Lratar110c de derecho 
tritananl) m~iten.ll. Pero en la da­
bo racu)n de la' ficdoncs C\tariu.n 
t:unb1én prc"emes moLi'-"o-; de ordr:n 
lógico; :l..'o!í. c:n l:l luchaconlrad frau­
d~ li"'cal afirmt• qt1c ]:1..:; ficctone, 
~olu pueden aplic.:.tr!lc "a wpuc~lU!-1 

que, ..:on un :1ho grJdo de probablh­
dad. deben prc::tumito...c ffiludulcn 
lol1" Se rnut:\lran :c,t J:¡ fnluna rcla­
csón en1re lo\ cunccproc; 

(7) Gola Lo>aJ .l. Alfonso. Trotado 
del lm¡mesro de Sociedades (wmo 
1/); p~g. 159 160: BEE. Mndrid 
1989. Es<vcrro M.trtm. op. cit .. png. 
1 1. 

(Rl Vcn ,e, por cj emplc>: Valero 
J:mtbo. Joa4uín: .. ApliracLón de pre· 
stmcionc~ de reui tmc1ón y v:tlom­
c ton~ lega le~ l!ll lu~ rmpue'\lü!. so­
hrc l:r Rcnt~ de Ju..¡ P~rsorms H~i c:u:, 

}'de S(M;it:(bdt!.:;"~ Cró11;cll Tribtat1 · 
ria núm LIS. 1984. 
El :IUtC'Ir ~e reitere a la., presuncio· 
nc~ iuds N de itur,, señalando: .. 1. .) 

Jajuri~pmd ~.:ncm ~ontcmpln rCMric­
riv::unentc ra leo.. pre~tmc10nc.;, como 
C'O:tcn~iunc~ dcl 5mbito de aplic~lción 

de Jo ley" (en p;g. 171 ). 
En electo. un clemenro cuy:¡ fin:-~ l i­

dnd uuci.tl e:-, probtnun:l (función 
proccs:rl) puede tcnn i l"l:tr siendo Ul"lJ 

norma mñs de derecho m:HerioJI: 
Pérc1 di.! ;\y:Jia. Jos..! Lm!i: op. cit.. 
p{tg. 185. ¡Si bien. como yo hemos 
didli.l, el au1orcon~iderat1ue J¡c, pre­
suncionc¡; :lb¡;nJui .1S no llegan ;1 =-:er 
dcred10 nutcrial. La licción com­
plcmcmana a la presunción corwir­
ticndo en heclio jurMico los simples 
rndi ~.:ios). 

(9) V~nso: Gota Lu; ad• . Alfonsu: 
op. ci1.. p{tg 159· l 60. 
Este autor. como yn hcmo:-. " i:-.to. de­
fiende la ··,·olul"llaricdad de 1:1 pre­
~11nci6n legar·. en tanlo es un me­
dio de prueba al que la Admi!IISira­
c¡ftn ptH!llC recurrir en defensa de 'U 
crédito lJil.mtnriu. Rcfirién.Jo~c aJn:, 
pr\!~u nc\Onc.~:J leg:-~lcs de rcndtmien­
IOS de la oohgua ley de Impuesto d.: 
Socicdad¡,:s, se cxprcs:-~ en los sl­
guientc ... términos: ·· c. .'J puede no 
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prueba que la AdminiSiración puede lHi­
li7.aro no según que sean apropiados para 
la constatación de los hechos('). 

Lo cieno es que, en mi opinión. las 
diferencias que se estableLcan entre fi c­
ciones y presunciones mris er c/r. iure no 
dejan de ser, ~n su origen. l'nuo de facto­
rc.; que podrían calificarse como termino­
lógicos o gramaticales. Las palabras o 
giros empleados en la nonna, junto con 
la información provista por los antece­
dentes lcgislativm y los trabajos prepH­
ratorios. son detenninantes a la hora de 
apreciar su naturaleza jmídica en el sen­
ado expresado: si se ponen de relieve cir­
cunstancias ostensibles de orden lógico 
(en última instancia. probabilístico) en la 
redacción u origen inmediaro de la nor­
ma, est:uíamos en presencia de una pre­
sunción y no de una ticción. Es evidenre 
que de estas con~idcraciones no se pue­
de extraer una opinión favorable respec­
to a la autonomín recíproca de las dos ti­
gurns discutidas, por la inseguridad del 
criterio. Y los efectos de amba1 se1ían. a 
todas luces. similares, encaminados a es­
pecificar y delimitar la aplicación de la 
ley(' ). ResuJt¡¡ ejemplificame, a estos 
efectos. la renexión del Tribmwl Supe­
rior de Justicia de Cata!Utia en su semen­
cia de 22 de Noviembre de 1990: '·En 
pmidad de principios se trata de una fic­
ción al no admitirse prueba en contrario, 
al contrario de lo que ocurre en las lla­
madas en buena técnica presunciones, 
que siempre serían iuris ramwn. frente a 
las presunciones iuris et de iure catego­
ría creada por los glosadores y ajena a 
las finalidades probatorias de la figura de 
olfltn..ruun\:"l.\Á\,'~ .f\l ,to:Wmn~ ./1Sim&'l ~f.A\'N\1", 

no considera las presunciones absolmas 
como presunciones si utilizamos el tér­
mino "en buena técnica··. en realidad no 
se trata de defender su inex istencia como 
\'erdadera categoría, porque resulta apro­
piado uti lizar la noción para expresar el 
fu ndamento de la norma (el juicio lógico 
que se deriva de la probabilidad de un 
acontecimiento ligado a otro). sino de 
clarificar su alcance y efectos. 

Basándonos en esta postura. no pa· 
rece adecuado cal ificar las prcsuncio-

nes iuris et de iure como elementos pro­
batorios asimilados sin más a los demás 
recogidos en el an. 1.215 ce y art. 578 
LEC. Aunque su efectividad se despl ie­
gue en la prueba, lo hace de distinto 
modo debido a su especial configura­
ción: al tratarse de preceptos legales que 
expresamente señalan la consecuencia 
que se debe extraer de la realización de 
un presupuesto de hecho, resulla difí­
cilmcnlc aceptable su posible uso dis­
crecional. en el sentido de que la Admi­
nistración pueda no aplicarlas en los 
casos donde se considere conveniente. 
Si la propia ley establece unas conse­
cuencias basadas en un juicio de proba­
bilidad adoptado en su elaboración, 
¿quién es la Administración. que está 
supeditada a la ley, para sustituir el jui­
cio del legislador por el suyo propio? 
¿No atemaría una acción así contra el 
principio de legalidad en la actuación 
administrativa?. El hccl10 de que la nor­
ma surja de una constatación probalís­
tica. de llfi nexo lógico. no puede influi r 
en su aplicación basta el punto de que 
un órgano ejecutivo decida en cada 
momemo de la conveniencia o incon­
veniencia de lo dispuesto por el poder 
legislativo. motivando su decisión en 
otros presupuestos lógicos o en la evi­
dencia práclica de que el juicio legal es 
desafonunado con carácter general(9

) . 

¿Significa lo <Ulterior que, ante un 
caso en que la presunción absoluta re­
sulte obviamente en una situación injus­
ta, desde el punto de vista de los princi­
pios tribmarios. el contribuyente se verá 
desvalido y se consagrará un resultado 
·~1"'-.c\hf\hi.P:l j..')p .n.\~1'1 •l'\V\t'ls\ rN''"iU\P 

esos principios constiwcionalizados que 
inspiran el sistema tributario acruarán en 
el ámbito de la validez de la norma. El 
principiO de capacidad económica (an. 
31.1 CE). especialmente, se vería lesio­
nado si una norma gravara actos o he­
chos no reveladores de dicha capacidad. 
por lo que la norma podría ser declara­
da inconsiiiucional(10). :>lo obstante, 
conviene recordar que los principios de 
juslicia material no pueden ser aprecia­
dos de fonna absoluta y sin posibilidad 
de ser afectados por otros preceptos, 



porque la defensa de otros bienes jurí­
dicos p11ede justificar algunas restriccio­
nes proporcionales en su aplicación(11 ) . 

Tanto las ficciones como las presun­
ciones se ven afecradas por los principios 
justicia material aunque, si se quiere. se 
puede entender que de diferente manera: 
así, ESEVERRI alega una infl uencia di­
recta de los principios sobre las ficcio­
nes. mientras C] tle la validez de las pre­
sunciones depende de la conexión entre 
el hecho presunto y el efecto estableci­
do, que no debe ser '"absurda. incoheren­
te, imtcional, arbitraria o imposible de 
plantear"; pero la fronlera es tan tenue 
entre las dos figuras que en delemüna­
das ocasiones cabe valorar las presuncio· 
nes según principios de justicia mate· 
rial( 1\ En mi opinión. la apreciación de 
la incoherencia del nexo supone. en to­
dos los casos, enjuiciar la norma a la luz 
del arL 31.1 CE, porque un nexo incohe­
rentedelennina no gravar capacidad ceo­
nómica real, establecer una situación de 
desigualdad injustificada ... La falla de 
lógica es una nom1a presuntiva conduce 
irremisiblemente a contrariar la~ exigen­
cias de justicia material constituciona· 
lizadas y, por tanto, de obligado respeto 
en el sistema tributario. 

Algunos amores aluden también al 
an. 24.2 CE, emendiendo que las pre­
sunciones i11ris et de iure generan una 
situación de indefensión (no admiten 
prueba en contrario) y podríau ser, por 
tanto, inconstitucionales(n). El proble· 
ma se plantea, de nuevo, a nivel con­
ceptual: ¿cómo despliegan su eficacia 
estas presunciones?. Que MI fumlamen-
10 inmediato es lograr una mayor efica­
cia probatoria - una eficacia máxima. 
habría que decir · no parece discutido; 
pero si, como hemos defendido, la prue­
ba se logra mediante la "juridificación 
material"' del juicio presuntivo, trasla­
d{mdose al campo de la extensión de la 
nonna e incorporándose a ella para 
delimitarlo. la presunción se convierte 
en una regla material de obligada apli­
cac ión tamo para la Admin istración 
como para los tribunales. El art. 24.2 
podría consti ruir un apoyo para desesti-

mar las presuncione~ absolutas contra­
rias a los principios tributario . porque 
a la violac ión de ésros últimos se uniría 
la indefensión del pt>ljudicado, pero no 
dctcrmi narfa en sf la inconsti tuciona­
lidad de la nonna. Las pre~uncione~ db­
solutas deben estar planteadas con la 
suficiente perfecc ión técnica como para 
excluir la existencia de supuestos don­
de su aplicación transgreda lo~ princi­
pios de justicia material () quedan an 
entonces equiparada en su aplicación 
a las licciones). Si no es así. deben des­
aparecer o admitirse l:l posibilichtd de 
pn1eba ~n contrario. ~cg•í n lo~ ca u~: es 
la perfección técnica de las presuncio­
nes la que tiene que el i111inar el riesgo 
de indefensión, no dando Jugar a ca o~ 
que evidencien la inoportunidad de l jui­
cio de ··m¡1yor probabilidad" estableci­
do en la norma(·'). 

A efectos prácti ~.:os. vcmo' que la dis­
tinción entre ficdón y presunción abso­
itJta no es muy útil. aunque sí lo >ea cuan 
do se allllle a In elaboración de la nomla. 
a su origen y fundamento o. en fin,,, ~ll 
estn1ctura interna. todo ellos aspecto~ que 
tienen también su impo11ancia. L;¡ relati­
va indefi nición de las categorías ha mo­
tivado el debate sobre la nece; idad o no 
de nexo lógico en las pre~unc1ones iw is 
er de iure. Si accptamo. la autonomía de 
los dos conceptos. la conexión JógJca es 
esencial en cuanto que es el elemento 
sobre el que se funda la distinción: ~u 
ausencia detcnnina la transformación de 

Jos que sería una presunción en una fic­
ción. Pero, ante la identidad en l o~ efec­
tos, la imp011ancia práctica di! dicha lr.m~­

fonnación se diluye("). En cuanto a las 
presunciones iuri; twuuw. la exi~tencia 

del nexo lógico debcrí<J ser la nuón de su 
exi tcncia y, por tanto. siempre exigi­
ble(''); en todo ca~o. al admitir prueba 
en contrario, la carencia del nexo deter­
minaría su ineficacia más que su invali­
dcz(17), aunque la reversión de la carga 
de la prueba supone una onemsidad que 
no podría aceptarse sin un razonamiento 
coherente en la norma. 

Esta breve exposición sobre las pre­
sunciones en Derecho Tributario no res-

mtcre\:lrh.:. a la Admm1~1rac 16n 

trib ut~lfia aplic..u Jich:t pre~ouncJón 
s1 debido a J3, \Jiuact6n económi 
ca <k 1." SOC1ednde' mtere'-1dn'. ) 
mti~ c:.·om .. Tcttuncmc. corno con\e­
cuenda Jel doblr tjrcl<> d< la pre 
\unc1ón d rc:~uhado pudtera r;;er 
OC!ldll\0 o r•:rJU<hci.tl para el Te 
-...oro Publicu. por eJemplo. ~~ la ,o. 
cu~·cla.d .1 lo que :-.~· le pre,ume el 
p~go obt1t11< bt:n~Jtcio> . y Jrun­
b•Cn. "No de~ oh 1d.1rst" que l:h 
prt!;.,un(lOne'lo legt.~le-. que e~lamo':t 
anai11ando :-. on mcdto~ de luchn 
contr.l el frnude ti"-<11 que l,¡ Ad 
mini"trJCIÓn tnhutan~t dcbe aplicar 
no o~hgarorirunente. m ta.mprtco de 
motnera abo;ulut-aJllCnlc d!M're..:tonal. 
\lnO cu:mdl) t 1 deh:n~.¡,a, Uc lo' mte­
n;~("!- Jc:l Te,oro lo exij ... ''. 
t..c\crn Mnrt ln. "P· ril .• p •. <g. 3t,.., 
hace ccn dt• et,la {1pini6n y In del"icn· 
deo lo lo.ll'gllde lu4Jbm. b dt..o.c1r. que 
un re~ultndo rt:caudatnno de,t;"tvo­
rable p.tra ~~ T<><>N pucdc jw.uhcar 
lu no aplH.·acu'ln de la pr!!,uncu\n que 
conduruíA a c-.e efecto. 
En r.:alid ,td. d mtcró• del l"om 
Púbhcn no pued<' <er dtftrente Jet 
i nt~:re, general. que ~upom; el cum~ 
phnuenro de l:1s k)'t!' e-n todo\ -.us 
~'( licn-.o:-. L..t rL"t.nutlación no c.011~· 

tituye un fm ab')<•luto ~n .;¡ m1sma: 
en todn rn'--•mento -.e .ljuo..tar•i a lo 
di(,pue·w) en ln"t m•mHI!\ gt·ner~llcs 
aunqaJI! los 1ngrc.'IO~ pued:ln \Cr~e 
dhmmuido..;, l a nplicac¡Ón \' Oiun­
IIUl:i úe una ¡m:sun"tón >ólo dclx: 
~r v;Hu.kl cuando In. prv¡lW. nnm1a 
contt·¡npla e')LJ fUJIII.I Jc nttuac16n. 
Otra co\:1 d ! ',ll nt:~ e~ t.JIIC .11 Admi 
n • ~t r •• ci6n. que v .• Jonl lor; docurm.·n­
to ' QllC lo~ ~,.·ontnhu)'cnte\ :1pon:m 
o que con~t:1n y.t en \U pocl~:r. C( tll 

-.idl!IC lJUC -..e ha provhto la pruch.l 

en contrano nece-.:ma par~• no :1ph­
c,tr 1.1 p•e,unci6n en la li4u1dadón. 
pero. 1![1 C'-IIC Cil !!IO. '-11 ~C ha CJCCUta~ 
do lo "-hspue\to cu la normc~ punto 
por pumo. E. l fi <.-unclus16n seria. en 
mt opm16n. la que st: tl!ndria que 
cxtmcrJ e la Resolución dd Tril>u­
n~l Ec,m6nuco Admmistrativo 
Ccntrnl de 12 de Febrero de 1980. 
ci1ada por GoiJ LIJ,ada para d.:fen­
dcr su tc•as: lo que el mbun.tl hizo 
fu o acept:u- la I>O>ibttidad de pnte­
ba en comraño. no una acctón di-..­
creciona1. Para respetar el juicio ló· 
giro que la k y rca ilz:t e impone. la 
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apCH1ac¡,}n de. la prueba. ya venga 
del contnbuyentc n de lo; rcg~>lro' 

público~. debe ser la condición na­
cc~ana para Uc~trutr la pn.:~unción . 

( 1 0) As! >e h1zo en el ca'o de la 
t1 ibutnción conjuntr•. donde el Trt 
bunal Con~tllUCJOnaJ mdicó <¡u~ lru. 
presullla~ \t:ntaja'lo ccor.ñmlc.,~Jc l .t 
vidu en común no ju)tificaban 1~ 
nphc.1ci<'in de: una pre-.unción iurij 
rt ti<- mrt', pue!-! tO que car.;cí,tdeju~ 
uftcactón que .. la dctermmactón de 
uno mayor Ci.trga tributaria para to~ 
contri bu) en h.:'-. ca~ado~ ~e lleve a 
cabo ~tn atención algun,t al incrc* 
m~nto cfccllvu tic :-,u capnc1drtd cco­
n(Hnt C3". Sentencia TC 209/1 Y XX. 
uc 10 de Noviembre. 

( 11 ) Ver. por ejemplo: 
Senh:ncta del Trihunal Con'iiti tucio­
nul221198~. de 17 de Febrero (cxi' ­
tcn .. linc' socmlcs qnc deben consi­
derar-.c de rango 'iiUpenor 3 ::~ lguno-. 

tlc:n:chn~ tndivir.Jualc.,, pero ha de 
tr:u:tro .. c. de fin e'ii 'iiOC iale~ qu~ con~­

tituyan en .-,r mbmo<; va lore'~- consti­
tucwnalmcnlc n .. -conoc1dos y In pno­
ridad ha de rc~.oultar ele 1:1 prop101 
Con>tiluc1ón"). 
Sen1cnc.a del TC 11011984. de 26 
de Novtembro. Scnlencia del TC 
120/1990. de 27 tic J umo. 
Cubero Tn1yo. Anh>nio M : ·'Las 
prc:-.unclunc::," en Conwwarros a /u 
/..e)' Gi!IWrlll Trilmwria y lfnetrs para 
"' nf"mw 11 (nota 1 ), pág. 1.486 
El muor recuerda la doc.:trinn consti­
tncionnl de lo' ·'lrmites c'i:temos" de 
lO!) dL'rccho~ fund:unt!ntales y cstu­
di:t el deber de contrihuc16n del art. 
31.1 CE cnmo posible límite a los 
mi~mos (en concreto. al th:r..:cho a 
13 defensa del 3rl. 2-1.2 CE). 
En d mbmo :,t:lltido: Eseverri Mar­
tín, Eme'iim:nf'· rit., p:íg. 27. Scdche 
guMdnr el cqL1ilibrio entre el princi­
,niP.ctr· r nntnhnrif\tl dr•f ;1r1 1 1 1 ('F 

y lu~ dc111át.. principio~ constitucio­
nal.; .. ala hor:t de cstablcc..:r tma prc­
'unción. Para ello. las presuncione.::. 
legaks no pueden bas<~rse en pro­
cesos deductivos mal pl:'lnte:1dos que 
produLcan un;l impo~iciün e ind~­

fcnsión in~cep1obl es . 

( 12) Esc,·erri Monfn: op cir., pág. 33. 
E~to es m~í. dice el uutor. por el "ca­
r:\c ler híbridn" de l:1s prcsuncinncs 
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ponde a un ánimo de cxhauslividad. sino 
que será de tllilidad para precisar los 
puntos en los que im:idc el orden:unien-
10 comunitario. Algunos de los aspec­
tos aquí apu ntados serán desarrollados 
con más amplimd. y los siguientes co­
men~lJios deben enlendersc a la luz de 
las considerac iones hasla aho1 a expues­
t.a ~ . Observaremos que alguna<; de las 
cuestiones polémicas que hemos plan­
teado tienen un carácter unívoco en el 
ámbito cubierto por el Derecho Comu­
tútalio, por lo que esos debates se deri­
varían má'> bien hacia situaciones inter­
nas. En todo caso. lratándose de plan­
teamientos generales de tipo conceptual, 
la maleria está , olwiamenle. abierta a 
todo lipo de precisiones. 

3. LAS PRESUNCIONES Y 
EL DERECHO COJ\IlliNl­
TARIO 

Ya señalamos en la inlroducción a 
este lrabajo la importancia del Derecho 
Comunilario como •·orden legal'' que co­
exisle con los ordenamientos de los Es­
lados Miembros, produciéndose un in­
lcresante y confl icti\•o -y en gran medi­
da, también indelenninado-conjunto de 
interacciones e influencias mutuas. Los 
Esiado'> Miembros han cedido parcelas 
de soberanía a una cnlidad suprana­
cional, y las non nas que de ella emanen 
son parte integrante del sistema legal de 
cada uno, obligando lanlo a ellos como 

a sus nacionales. Para garanlizar la con­
secución de los objetivos fijados y el 
cumplimiento de las obligaciones asu­
midas con la firma de los lratados cons­
liluti\•os. el Derecho Comunitario goza 
de suprernacía respecto a los Derechos 
nacionales. según expresó el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Eu ropea ya 
desde momenlos muy tempranos('"). 
Esto determina que las normas nacio­
nales contrarias a preceptos comunita­
rios directamente aplicables. tamo si son 
anteriores como posteriores, son aUio­
mtíticamenle inaplicables('•). 

Evidentemente, el Derecho Comuni­
tru·io despliega sus efectos sólo en deter-

minados campos. sobre los que incide por 
previsión expresa de los !raJados o por el 
ejercicio postetior de la soberJnía atribui­
da a las instituciones de la Comunidad. 
Pero la delimitación de ese ámbito de in­
fluencia sufre una continúa evolución. 
conforme se plan lean nuevos problemas 
y surgen nuevas posibilidades. És1e será 
el primer punlo que lralarcmos, como 
paso previo y explicalivo Hnlcs de ccn­
u·amos en efectos en concreto. 

3.1. El ámbito de aplifadón del Dere­
cho Comunilario: los tributos 

Mientras que la Unión Europea po­
see competencias sobre algunas impar­
lames mateiias de orden políl ico y ceo­
nómico, la nibulación permanece. prin­
cipalmente. en manos de los Estados 
i'vliembros. A pesar de la trascendencia 
de este campo en la vida económica. su 
especial sensibilidad lo ha mamenido al 
margen del orden supranacional salvo en 
cuan lo se refiere a imposición indirecta. 
que es el objelo de un capílulo del Trata­
doCE (capítulo 11, título Y. arts. 95-99)y 
cuya armonización era imprescindible 
para el desarrollo del Mercado Común, 
como mecanismo al servicio de la liber­
lad de cirClllación. En olros aspecto~. el 
silencio del Tratado es casi absoluto y la 
lmnonización apenas incipicntc(:v). Los 
problemas derivados de la exislencia de 
sislemas fi scales cuasi-alllónomos mien­
u·as el progreso en la imegración econó­
mica continúa son evidenles. 

No obstante, el ámbilo de aplicación 
de las normas comunilarias en malcría 
tnbutana responde tamb1en a los etec10s 
polenciales de algunos de los derechos 
reconocidos por el Tratado. de modo que 
las influencias son mayores de lo que tal 
vez previeron sus redactores. El Tribu­
nal de Justicia. apoyándose en una imer­
prclación amplia de carácter leleológi­
co. viene señalando hasta que punto los 
Eslados Miembros rc1ie1.1en su e~fera pro­
pia de actuación inalterada. O. en otras 
palabras, la cuestión del reparto de com­
pelencias entre la Unión Europea y sus 
miembros está en evolución const<mte: 
cada resolución del Tribunal de Juslicia 



indica la extensión de los poderes de los 
estados para dictar nonnas en este cam­
po. ensanchando o restringiendo el ám­
bito de aplicación de los artículos del Tra­
tado("). En general, el Tribunal se1iala 
que "los Estados .\-liembros deben ejer­
citar las competencias que conservan rc.-,­
perando el Derecho Comunitario"'02 ', ya 
sea como consecuencia y desarrollo de 
los artículos del Tratado que instituyen 
las libertades de movimiento, que son 
principios fundamentales de la Comuni­
dad, o t;unbién bajo la cláusula genérica 
del art. 5. 

Dentro de la materia tributaria. los 
Estados Miembros deben abstenerse de 
adoptar medidas que puedan derivar en 
una restricción injustificada de la libre 
circulación de trabajadores, de capita­
les, de libertad de establecimiento y la 
libre prestación de servicios, incluso en 
las áreas sobre las que poseen compe­
tencia e.~clusivae) . Esta es la línea 
adoptada por el Tribunal de JtJSticia al 
estudiar los efectos de las normas na­
cionales sobre imposición directa, con 
vistas a controlar su compatibilidad con 
el Tratado. Así, por ejemplo, en el Asun­
to Biehl('"') se declaró la inadmisibilidad 
del sistema por el cual no eran objeto 
de devolución las retenciones a cuema 
de impuesto efectuadas sobre el salario 
de los trabajadores que abandonaban el 
país duranre el período impositivo. El 
Tribunal recordó que ''la libre circula­
ción de los trabajadores supone la abo­
lición de toda discriminación por razón 
de la nacionalidad entre los trabajado­
res de los Estados Miembros y, en con­
creto, con respecto a la retribución. El 
principio de igualdad de trato en mate­
ria de retribución qucdarÍ¡¡ sin efecto si 
pudiera ser qt1ebrantado por disposicio­
nes nacionales discriminatorias en ma­
teria de impuestos sobre la RenH(' '''. Y 
vemos que la discriminación indirecta, 
es decir, cuando las nonnas no estable­
cen restricciones basadas en la nacio­
nalidad sino en otros criterios (como la 
residenc ia en algunos casos) que pro­
duzcan efectos similares. está afectada 
por la prohibición. 

En pri ncipio. cabe decir que la abo­
lición de las discrimi nac ionc~ co el ejer­
cicio rlc los derechos e~tab lecido~ por 
el Tratado ·'no purdc JUSll1icarse ni por 
la falta de armomzactón de las disposi­
ciones legales en matena fisca l m por 
el respeto de un Com enio cckbrado con 
otro Estado Miembro" '" . Pero um1 for­
mulación tan general pudría acarrear 
enormes inconveni entes, por cuanto la 
~obcmnfa de los estados sollrc los c:un 
pos no armoniLado~ hace virtualmcnté 
imposible adoptar un enfoque que ne­
gara su independencia y pe11urhara el 
funcionamiento de SU> , ¡ ~tem as fisca­
les. Veremos más adelante cómo rc.,ud ­
ve la Jurisprudenc ia comunit::tria e'te 
problema, pero ya ahora dcbcmo' po­
ner de manifiesto el cuid~odo w n que el 
Tri bunal de Justic ia ha intentadc1 con­
ducirse. lo qu.: ha dctcnninado una ex­
tensión limitada del :ímbito de influen­
cia del Derecho Comunitario. 

En conclusión. l a~ norma• conJuni­
tarias tienen en lo' i mpucstos :m non i­
zados su flmbito natural de aplicación, 
y es allí donde los efecto~ del Derecho 
ComunitaJio se dan din:ct<uncntc y con 
gran magnitud, pero las área; no armo 
nizadas no escapan a cieno' requisitos 
esenciales que deben ser respetados en 
todo caso. Por tanto. en nue~tro e:,tudio 
de las presunciones en Derecho E:.pn­
ñol bajo la influencia del ordenamiemo 
comunitari o, los caracteres que indique­
mos serán los relevantes en toda> aque­
llas situac iones que se refieran bien a 
los impuestos armonizado,, o bien a su­
puesto' en tributos cstrictamcnt~ nacio­
nales donde exista el elemento de ex­
tranjería sufíciL:nte para pcrmit ir la apli­
cación de las nonna~ del Tratado CE. 

3.2. La., p¡·esuncioncs: efectos resh·ic­
tivos 

El Derecho Comun itario tiene una 
incidencia sobre situaciones contJ·ascen­
dcncia fi scal cuando el supuesto tras­
ciende lo puramente interno en materias 
cubiertas por el Tratado CE, o cuando 
la legislación ha sido armonizada. El 
Derecho Comunitario es de aplicación 

"'" ''lula>. Ya hcm'" dcfcmhdu 1.1 
tC-'\t ..:: d~ la indcfimctñn J1f".'ir:11tJ c"n­
tre 11r.:t:l'-.1l tt)) prt:!>UilCIOOI!., ICIIll i'l 

J~ ;urf. po111~h)n que E..,e, em no 
comparte pero qtJe .. ttlc.)ta. como en 
~Me pune o con ... Ttlo. en :tlgun~ mo .. 

mtntoo, J~ ~u C'(J)O'tuón 

( 1 J) C'ulxro Tnt)'O. "L<t' prt',unc.:n., .. 
nt·>"' (nota 11 ). 
T11lio Ro,embuj (ctt.ondo ,, Tabe­
lhm. /\f'pllntl ,¡, Jmuo mbmano!. 
··( a lup~rutili/.U..:Ión de 1 .. 1, prc .. un 
4..'tom:s kgJh ... '"' 4tho,;olul:L' chlX"a c<m 
el prtn~ t [lh1 de cap:~ ctcl.ul eronllnll­
t~J..~:n cuanto el tnbutu debe \ 11H:U· 

lar'>C a un heLho tmpmubk rc:tl y 
cirno ) . L<imboén. prob.>hl<mcnle. 
dd den: eh o J la P"''""""'n do mo­
~end,i, uno de cuyo-. clem<-nt<h e., 
In nunm1a a~tiVId.uJ pruhillUHJ en 

cu.i lquu~r pmcrditntento St el 1m­

pul!-. tu dt·bc C\taJ conect .. t.lu '-'"'n un 
prt::-.UpUC."'IO CICfln V prob!tdO. (.a 

proh1bluün de la prueb.1 en ..:ontta 
no ,, 1.1 prc .. uncat~n fJ,c~tl ~\c:IU)C 
'-!Ue se pueti,\ en~ontr.u ~n prc,cn­
dil de la certC7..t ah-.~..)Ju t~l del he 
\!h,• lmpomhlc·· En FI/rcHult dt' In 
J 1'1 almw de la_.,.foruwr t•u c.•l Dt' 
rtclw 1rtbwano; Mar~a al Pon,, 
F.dicionr' JuriJoc.": MadroJ. 19Q4, 
p.i¡:. 309. 

( 14) La doctnna que de tiende la 
"'volunt.tr~&·d:td"' de la presunu6n 
COih tdet.l qul' k1 por...¡h¡JuJ.td de no 
,iphcJ(.;tón por pan~ de l.l Atlm1nh· 
tr.ación ~O]Ut.:l(m,t de por "tÍ d pro­
t>tcona En nH opimón. un txxlcr de 
nJtur~lleJJ da,crccum;ll nn potiria 
~nn ¡,11tui1 u n~1 g:uantm para el o..u 
JCIO .lkllaUO. 

(15) LO\ :mtore\ que tlchcnden la 
di'-IÍJl4.~i6n entm licdone' y prl.!~un 
cwnc~ ab .. olutw~ con~rdcmn m:cc­
'·'n~ll,l C'i.I"'ICOCI:l de 110 OC'O lógt 
... ·u en 1~ ¡m:~um:tonc ... pui."\lo 4uc 
t!n ~u auc;encl3 ~¡,e trnnsfom1arían en 
fi cciuoe~ . t\si· E!-e \ eiTÍ ~1ru-tín . up. 

cit .. p<ig. 21-22. 
Por d contrJno. si ~e comidcra a 
la' prc~unc ione.., iurr!J el dt wre 
como 1!\ten~ione¡, del ... upuesto de 
apltcación de la ley. d nexo lógico 
'e hace innece,ano para su \'Jgen~ 
cia plena· Valoro )arabo· ''Aplic.1-
c: a6n dl'- pn:~unciunc~dc rctnbu~:i6n 

y vn\oracione.<i lcgale4>. en lo5> lm­
pue.oO> >Obn: la Renta de Per>on;u, 
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Fc;~ca.' ; <.le SO<ccdadc,·· lnota 8). 
p5g. 163. 

( 16) Cubero Tnl) u· ··t ~" pre,undo 
nc,"' (uuta 11 l. pjg. 1.4M5. 

fl7l Valero Jarab,, lll<llil M), p~g. 
16.1. 

( 18) A\umo 6/6-1. Fltmwtio Cmt~ 

rmurn I.NEI, Rcc. ll)I>I. p. 585. 

( 1~ , A\ untt) 106r17. Admimttrminn 
rl t:'.\. Finunn·s tft l'Ewt 'mrt ru 
Sor1etr.., Allflll)lllt' Simmt!lllhnl, Rcc. 
1 !178. p. 629. 

c20) bn c<;.(a\ u1ra ... cuc\tionc-.. el 
TrJtodo de la Comuncdad Europea 
tan ,oJo inclu) e el prn¡xhilo ab..,trac-
10 de procurJr b chnum ción de la 
cluhlt unpn'>lci<'ln t.:.n la Cornumdad 
(act. 220). p.<ra lo que lo, E:.tadu> 
M tcmbros deberán entrar en m:go­
ci,¡cione:, , ¡ fuerot m~cc,.trio 
E.'ó r:o.lc..'n do~ dm:cti vu.., ..tnnonit~­

dnra\ en el ~mhtto de l:t unpoiiiict6n 
de o.,ucicd.u.le ... 4ue .,e dingcn 3 equi­
pnr:¡r ::rlguna\ opcraceoncs mtra­
cnnumltari.t-. con);¡;, CAclu,ivnnlCnle 
nuciormh::, a cfcciU!-1 li!!ca)c.',. ~t;.1~ 
ducc1iv:ts -;on: 
Dirceti \ > 9(1/41·1/('EE del Consejo. 
<.le 2.1 <.le Julio de 19?0. >ubre el si>­
lcll'l:t común di! ImpoSición aplica­
bl~: a fu!J.ione'. di\ bionc~. tran~fe­

rcncm5 de acuvo e Intercambios de 
¡xmic •p~cionc ... crurc comp.1iií~:-. de 
lli \tiiHO:-, E.o,t:l do~ M ic111bro,, 
I>.rccuva 9()/435/CEE del Consejo, 
de 2.1 de Julio de 19?0. >obre el >e>­
lctn:l común de llllJ>Ol,lción aphca­
hl c: en el c~"' de compañia~ matri­
cc' y fihalc.) de c.Jhtinto~ &t:1du~ 
M1cmhro< (di<tnhución ele dividen· 
do'>}. 

LoL\ propuc!'l ta\ de armonización 
par;¡ lo' pago:. de in tc1c~c~ y royal­

lit' \ entre con1p:tn1:1' m:tlnces y 11-
hulc\ tCO~I (90) 572). a>f como 
par.t la con"dcmccón de l:t< pérdc­
da'> de lil iale' y c:ttablccimicnto~ 
permanentes (COM (90) 595). fue­
run retirada:-. por la Comis16n. 
E!r- importantl.: l:trnbiCn In Convcn­
ccón 'l0/461/CEE. de 2J de Julio de 
1990. para la climmanón <k: la do­
hk unpo<ici6n en re laci<ln con el 
aju!tlc de bencri..:w:, <.le cmpres:ls 
U\Hci:ula~. Pero este 10\lmmcnlo es 
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directa en Jos Estados Miembro~. que 
han de respetar las obligaciones contraí­
da~. faci litar las tareas de J¡¡ Comuni­
dad } ab tenerse de cualquier acción que 
ob~taculice la efectividad de sus nonnas 
(are 5 Tratado CE). Esto 1mplica que 
los derechos que nacen de ellas sólo 
pueden ser restringidos bajo estrictas 
condiciones de admiscbilidad: e igual­
mente las moditicac10nes en la aplica­
ción d~ J¡¡ ~ normas y su alcance. 

La presunción se configura como un 
gravamen sobre el indtviduo puesto que 
sobre él recae la carga de la prueba("), 
in viniendo así el pnnc1pio general que 
la atribuye a la Administración, como 
ya vimm •. Si un Estado Miembro inlro­
ducc una presunción no prev1sta por el 
propio Derecho Com unitari o en la 
implcn1cntación de una directiva o en 
el ámbito de las libcnade. f undamcnta­
les, opera una modificación de las con­
diciones de aplicación de la> normas co­
munitarias. es tablec i~ndo una restric­
ción par.t >tt efectividad: los efectos dc­
ri vados de las normas se hncen depen­
der del cumplimien1o de un requisito 
probmorio, cuando originalmente no se 
disponía n:1da a ese re~pccto De e'le 
modo, se favorece el poder de un & la­

do Miembro en casos de confl uencia de 
un<t nonnacomunitaria, porque hace uso 
de sus competencias en dctrimemo de 
la situación gener.tl fijada por dicha nor­
ma. Es1a actuación podrá ser legítima y 
válida o contraria al ordenamiento co­
munuario. según los casos. 

L;¡ infl uencia eJe las modalidades de 
r"'"-'VV.W.III'~ .......... ,.n.~V\!.:J~\.oh_y:l ~\ni ,J;\..1 .. _,"1h.,"" 

Comunitario es manitiesta. y por ello de­
ben 1·er.;e sujei.1S a condiciones, como 
constderó el Tribunal de Ju~t icia de la~ 
Comunidades Europea en el Asunto 
San Giorgio. Ante un problema de de­
volución de impuestos contrarios al or­
denamiento comunitario. el Tribunal se­
ñaló: ""{. .. ) Serían inwmpatibles con el 
Derecho Comunitario los requisi1os de 
prueba cuyo efecto sea hacer práctica­
meme imposible o excesivamente difí­
cil la devolución de los impuestos re­
caudados en infracción del Derecho 

Comunitario. Tal es el caso. concreta­
mente de las presunciones o reglas de 
prueba que imponen al con(ribuyente la 
carga de probar que los tributos indebi­
damente pagados no han s1do repercu­
tidos sobre otros sujetos o de limitacio­
ne~ especiales sobre la forma de la prue­
b:t qtte se ha de aportar. como la exclu­
sión de toda prueba distinta de In docu­
menl<tle). En este caso. el problema se 
presenta ame la ausencia de normas co­
munes sobre la devolución de las sumas 
pagadas en concepto de tributos nacio­
nales. por lo que cada es(ado aplica sus 
propias normas. Si se hubiera operado 
una armonización. la cuestión derivaría 
a comprobar el respelo a lo dispuesto 
de forma expresadn por la norma comu­
nitaria. o a la posibilidad de implemen­
tación en la fonna adoptad¡¡. El juicio 
sobre las medidas nacionales reposaría 
en fundamentos distintos. De este modo, 
convendrá analizar separadamente los 
campos que han sido armonizados y 
aquellos otros que no lo han sido. 

3.3.lmpuestos armoni~ados: el papel 
de las presunciones: límite~ 

La imposición indirecta ha sido ar­
moni7ada debido a su gran influencia 
en lo. llujos de servicios y mercancías 
en el mercado. Las directivas comuni­
larias ofrecen una reglamentación deta­
llada y global. lo que deja a los Estados 
~liembros con poderes rcc.lucidos en la 
materia. Se nsegum así "'"' r~gulación 
coherente. que elimina ~n gran medida 
los problemas derivado; de la coexis­
(cncia de dos ordenes legales. La com­
rn~\h\lU;hv;l ,v..u .. ~.;.J '~'I'U\,..,\nN\.loN\\",t.nr,\nr 

trumentol' de armonización e puede 
exammar desde una posición muy sóli­
da. puesto que las reglas comune' va­
cían las competencias que retienen los 
F.,tados Miembros en otras :íreas pam 
cvit:lr la c.l el>iutegraci6n de los sistema> 
legales nacionales. 

Para evitar dcsviacione~ en el uso de 
lns di rectivas - en realidad, de las nonnas 
que implememen lns directivas-, se in­
cluyen en ellas "'cláusulas anti-abuso'' ge­
néricas o referidas a preceptos concretos: 



las primcrns permiten el establecimiento 
por los Estados Miembros de las medi­
das necesarias para lograr la correcta uti­
lización de las nonnas y evitar evasiones 
fi scales o cualquier otro tipo de abusos 
respecto al conjunto de la directiva("'): 
las segundas actúan en el mismo sentido 
pero con respecto a un solo precepto o 
preceptos dctcnninados("'). En ambos 
casos. las presunciones pueden ser ins­
trumentos adecmtdos para esos line,. y 
así lo ha reconocido el Tribunal de Justi­
cta de las Comunidades Europeas en va­
rias ocasiones. justificando esa opción al 
trasladar las directivas armonizadoras al 
Derecho interno[l'). No obstamc. esta 
posibilidad de luchar contra posibles abu­
sos a través de los medios que cada esta­
do decida emplear no supone un poder 
discrecional. que amenazaría la efectivi­
dad del Dcr~cho Comlllli tario: los Esta­
dos Miembros deben ajustar sus actua­
ciones a cienos requisitos de los que de­
penderá su validez("). La compatibilidad 
de la ley nacional con el Derecho Comu­
nitario se dirimirá en los casos en que 'e 
alegue una incorrecta implementación de 
las normas comunita1ias. examinada a la 
luz del texto originario de arn10nización. 

El Tribunal de Justicia de las Comu­
nidades Europeas es el órgano encarga­
do de revisar la legalidad de los actos 
de las instituciones comunitarias, con­
trola el cumplimiento de las obligacio­
nes de los Estados Miembros y es el 
competente para interpretar el Tratado 
y la legislación derivada. Con estas mi­
siones, juega un papel primordial al de­
terminar el significado y alcance de las 
normas de la CE, así como su respeto 
por los Estados Miembros. La juri >pru­
dcncia del Tribllltal viene. desde sus ini­
cios. explicitando y dando forma a los 
principios conten idos en el Derecho 
Comunitario, de modo que es un instru­
mento esencial en el estudio de cualquier 
campo influenciado por ellos. Así. inci­
de sobre las presunciones establecidas 
por la ley nacional, que han de respetar 
los requisitos que se imponen sobre el 
poder legislativo de cada estado. 

La interpretación del Derecho Co­
munitario es la base de las conclusiones 

que se e.xu·aigan sobre su~ efectos. En 
efecto. la;. medidas que afcctt:n y alte­
ren la aplicación ck diieCtl\ a,, y que los 
Estados Miembro' pueden adoptar en la 
implementación. dt:bcn funda!"e en su< 
propios preceptos >egún la imerpreta­
ción que de ellos haga el Tnbunal de 
Justicia("). El rasgo que marca su ac­
ción de forma mls notable e~ la adop­
ción de un criterio teleológico en ~u-; 

sentencia~: es decir, el e.1ptritu la nor­
ma es el criterio de intcrprewci6n, y pri ­
ma sobre la intención puntual del legis­
lador. O. en olra<; palabra~. una vez que 
la nonna ha >ido creada se mdependtza 
de su autor. y el >entido que encierra 
prevalece aunqu.: !>e demue. tre que la 
voluntad del autor fue diferente. 

De este modo. e l Tribunal séi1ala que 
"toda norma de Derecho Comunitario 
debe ser situada en su contexto e inter­
pretada a la luz de las normas del Dere­
cho Comunitano en conJUillo" ·~.En el 
caso de las medidas de armomzación. 
sus objetivos están expresado' en los 
preámbulos, que son la pieza maema 
para llevar a cabo la labor interpretativa. 
Igualmente. i dichas medidas están ba­
sadas en el an. 100 Trarado CE y. por 
con iguientc. se encaminan a crear las 
condiciones necesaria> para el func io 
namiento de un mercado común. ese 
objetivo ser¡\ clave para determinar el 
sentido de la norma. El concepto de 
"mercado común'· implica "13 elimina­
ción de todos los obstáculos a l o~ inter­
cambios intracomu111tarios con el lin de 
rundir los mercado, nac innalc' en un 
m~rcado único c~ tablcc icndo condicio­
nes lo má~ próxi•na~ posibles a las de 
un aLtténtico mercado interior'''·"'· Res­
pecto a la lcg isla..:ión nacional en cam­
pos no armonizados pero con influen­
cia sobre situaciones en el ámbito del 
Derecho Comunitario, habrá que consi­
derar los preceptos afectados del Trata­
do y su esquema general. a la luz de los 
objetivos enumerados en el art. 3. Éste 
es el marco en el que se desarrolla el 
estudio del significado de las normas, y 
no se perderá de vista al analizarlas de 
acuerdo con el resto de cri tctios imerprc­
tativos. 

un:t ... on, enc¡dn mtemacional adop­
tadu bJjO eJ artku\o 2:JO del rr:ua­
d o. ) Ot) IIO.t d!rtCII\'J. 

cll) \ cr ~' r"te re-.pccto. Lenaen .... 
Ku.:m) Van ':rpcr,.lc. Patnd .. "Lo 
pn nc1pe tlt ..,uh,idt<tn t~ ct !<.On 
conte,lc: ~llt<k de l'.ulldc .\B du 
Tr:Ht~ CC.": Cahi. TJ dt' Drnrt Eum 
JI<T/1, t 99~1! 2. p.lg' D-33 

t22) A:.unto C-246189. Comrsu>n dr 
lar Cmwmidntlt'\ Eumprt11 (OirJra 

Rlma Uuidodr Gr.m Bu. tmla t Ir ­
lauda dt.·l Nortt' Rcc. (•)91. p I-
4.585. 

(23) Condu,ione> del Abogatlo 
Ci<·ncr.tl Sr. Phtltppe Légor, 22 de 
NoHembtc de 199~ . en el ,\,umo 
C-2791~.1. fma11~"''" Kiiiii·Aits· 
•fadl c.-outftl Rularul SciJunutc.l..••t, 
n.y.1 

(24) ,\,umo c. !75188. Klt111 r /i1tlt/ 
Nmtra Atltwmstwtúm dtf cmlln 
hutwm drl Grcm DrKath• de l.u· 
.-mburgn, Rcc. 1 qyo. p 1-1 77<J 

f25) En el mi ... mn ... cmu.lt) 
A;unlv 270/8l. Cvmi.</011 tlr /a; 
Conumulrulr.\ Lurnpt~tu romra 
1 nwria, Rcc. 1 9Hb. p. 27.1 (nnrou­
¡,, )2). 

,\ , untü C·2Q..l/'JU, Hmms-M arwr 
llcu:hmann • on/lo IJciJg,ca. Rcc 
t ')')2, p. t 24') tArtJculo ~~) 591. 
A \UiliO { '~27W91. Fil1tUI~IIIII KOIH 
J\IHdmJt contra Roloml Sclw­
morkt.~r. n.y.r. 

(2ó) ,\ , unto C- 1 12/91 , fi t~ ll .l 

Wrn1e' C:Dittm Fman:amt Aac hrn 
lm•e,swdl. Rcc. 1 '>91. p. l-129. 

127) ( ... ) L:t\ prc\UJlCIOilC~ oyuddll U 

1.1 Athmni\ lr.tción tnbut.trm frente .11 
' UJI.!to que llene tc:nc.lencu a C\ J.dlr. 
pero son un claro entorpecimiento 
lllJU>tificado respecto de quicne> ac­
tú:m corrcclamente frente a ellas··. 
Gonz.1tezSánchct, M"nuel: Elfiwr· 
de dr ley en mate na tnbutaria. Salt~· 
nl:l/lC:I 1993, pág. 66. 

(28) A'unlo 199182. Amminis­
tra:.wfl t del/e finan;.e del/o Stmo 
rtmtrn SpA San Giorgio. Rec. t983. 
p. 3.595. 
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T•ac.lucción de la Diví>1ón española 
de la D~rccción de 1f:,ducci6n del 
Tribunal de JuMici;.L e.nlurtspruden­
cw i/e/ Tribunal di Jur:tiriu tlt hu 
Comtmidudt:\ Eurupt•a::, (:-.ch:cdún ) 
1982. Ccn1ro de b1Ud10s Conslllu· 
cion~le,, Madrid 1992. 
En el !ll l~mo M.:nlido. ver; A~unto 
l04/B6. Crmusió11 dt' lns CtmWtlhlo­
dc:; Europetrs comra /talla, Re(.· . 
198!>. p. 1.7~9 

(29) Por ejemplo: An>culo 1.2 de la 
Dirccliva 90/435/CEE Maclrc·Filiul: 
artfculu 11 1 de la D~rec1iva 911/434/ 
CEE ~ob• e fusiones y O Iras opera­
C IUIIC!l . 

Puede c.cr nccc::,aria 1.1 partic1p:tción 
eJe hts in~tlluciunt:\ comunitaria~ 
para :nuori¿nr prc\'bmcnlc la~ me­
didas nnciomlic': arlículo 27 de la 
Scxt:t DtrCCIÍ\'3 de l IVA (77/BX/ 
CEE): .ulfc ulo 27.5 de lü DircCI1va 
92/83/CEE <obre impueslus del :ll· 
cohol y bchidas Jlcohúlica<. 

(30) Por ejemplo, arlículo, 13.A l . 
U. B .. 14.1 Y 15 de lu Scxlu Dm:c· 
1iva r.;rrhre <!1 fVA, y lo' nuevo~ :tní­
culo, 22. 28c y 2Sk ng•cgados n ella 
por la U~rccuva 91/680/CEE. 

( .l l ) Ver e•pecialmente: A sunto X23/ 
79. Proceso pe,al COtW "ll Giowm11i 
Cardutti, Rcc. 1980. p. 2.773. 

(32¡ A>UiliO 294/84. Aliui.<IÚf 
public rt Alinistre de5 P;,wnce.fcon­
/ra Proju111. Rcc. 1985. p. 3.237. 
El mnmcnim1cnto clt: 15 sistema:<. fi~­
c~lc:. difcrcnt~ implica la cxist4.!n­
cia de 15 :, iltwcioncs diferentes de 
;1husn o fr:'l.udt! de ley n:'!ciOn31. La 
introducción en el Derecho Comu­
nllario de un elemento legislatiVO o 

juri~prudcncial para detenninnr en 
cuda c:n~o confhcuvo que normas 
>On la> aplicables. no sólo serfa in· 
vlah(l! por (a di\'Cf '>HÍ:t(f efe regul:t­

ciOilt:S y categoría:, lcgules entre lu!) 
(>aíscs de la UE. sino que 1cndrfa 
creclo ... ~obre la distribución de oom­
pclcnCJa~. rcsu!t:mdo en una cesión 

de poderes que perdcrfan lo< Esta· 
do!) M1cmbros. Par:¡ prevenir que se 
eluda el p:tgo de los tribtuo¡; que se­
' ían normalmeutc exigidos. en wn­
lo que no se acomc13 l:t :mnoniz.a­
ción glob:tl de los sistellltl!~o fiscales. 
\u )Oluciún m:ís cohcrcmc con la na-
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Media me la interprelación se estable­
cen las implicac10nes de la nonnacomu· 
nitaria, su alc::mce y, con ello, lo que cons­
tituye su uso legít imo. La desviación en· 
1re el texto de la norma y los hechos que 
supuestamente cs1án cubicrcos por ella 
conslituyc un abuso que faculta a los Es· 
tados Miembros para aplicar la legisla­
ción cotTectae6l. Los j ueces y tribunales 
de los Estados Miembros deben contrO· 
lar. de acuerdo con las líneas inlerprc· 
tmivas sentadas por el Tribunal de Lu· 
xemburgo, y siempre con la posibilidad 
de pl:ullear una cuestión prcjudicial con 
an·cglo al art. 177 Tratado CE, la utiliza· 
c ión adecuada del Derecho Comunitruio 
en los casos de los que conozcan, dibu· 
jando la frontera entre actividades lícilas 
e inaceptables al analizar el uso de los 
dcn.:chus que emanan de él. Al hacerlo. 
tendrán que llevar a cabo una evaluación 
objetiva de las circuusta11cias de hecho 
presentes en cada caso. porque sólo cabe 
apreciar un abuso de las norn1as comuni· 
!arias cuando concurran, según expresio­
nes del Tribunal de Justicia, "datos obje· 
tivos"'17

' o ''indicios de fraude. abuso o 
evasión fiscaJ"l"'1• 

Como hemo dicho. las presuncio· 
nes pueden ser un medio apropiado para 
evitar fraudes amparados en un derecho 
ap~·entemente ejercitable y es frecuen· 
te encontrarlas en la implememactón de 
directivas comunitarias, sobretodo para 
controlar e l uso de las exenciones con­
cedidas. El problema está en su carác· 
ter de reglas generales, que abarcan todo 
un cúmulo de situaciones que se consi· 
deran potencialmente ilícitas, lo quepa· 
rece e /rota-r cart la eKigerrdr. de corrsta­
lar factualmente el presupuesto de apli­
cación (o no aplicación) de las normas. 
Conviene establecer en es re pumo una 
distinción entre las pres unciones iuris 
tamwn y las presunciones i11ris el de iure 
para centrarnos en es las últimas. puesto 
que si la presunción adm ire prueba en 
contrario. los suj etos al impuesto podrán 
demoslrar objclivamentc la procedencia 
de apl icar la norma comunitaria. Sin 
embargo, en el caso de las presuncio­
nes absolutas. no cabría la consideración 
de hechos detem1inan1es e indicadores 

de la inconveniencia de la consecuen· 
cia cslablecida en la presunción. Un 
efcclo así no podría ser aceptado, por 
cuanlo supondría un obs1áculo a la con· 
secución de los objetivos de las normas 
comunitarias. F.11a es la postura adop­
lada por el Tribunal de Juslicia en el 
Asunto Ledoux(") modificando su ju· 
risprudencia anlerior: en el Asunlo 
Carciati("') el Tribunal había aceptado 
la validez de una prohibiciÓn eslableci­
da por Italia sobre el uso de vehículos 
imporiados por residenles, aduciendo 
que "es la nonna se justifica porque, nor· 
malmenle. es el residente del Es1ado 
Miembro de importación quien, al ser 
generalmente el propiclario del Yehícu­
lo. lo imporla para su uso personal con 
carácler permanente'': sin embargo, 
cuando se presentó una siluación donde 
no había "indicios de fraude. abuso o 
eYasión fiscal". el Tribunal determinó 
la improcedencia de aplicar medidas si· 
milares sin apreciar las circunstancias 
de cada caso. 

Pero las presunciones iuris er de iure 
presenlan una problemática más amplia. 
en relación con sus efectos sobre el ám· 
bito de aplicación de las nomms. Debe· 
mos recordar aquí la discusión sobre la 
opon unidad dedislinguir emre licciones 
y presunciones absolutas (punto 2.2.), Ya 
explicamos la indefi nición práctica emre 
los dos conceplos, reconocida jurispru· 
dencialmente en varias ocasiones por los 
tribunales españoles, y los efec1os análo· 
gos que justiticarian, en todo caso, un tra· 
mmiento uniJario: el ámbito de aplicación 
de la ley se ve afectado por las presun· 
c:iones lim's er de árre que irrcor¡l<JT<!. Esro 
es especialmente importante cuando una 
presunción inlroducida por un Es1ado 
Miembro. no ya en virtud de una cláusu­
la "ami-abuso". sino como medio de apli· 
cación y concreción de algún artículo o 
concepto. incide sobre los precep1os de 
una directiva. 

Los Es1ados Miembros deben garan· 
tizar la efectividad del Derecho Comuni· 
tario, respetando la in1erpre1ación que el 
Tribunal de Juslicia haya podido hacer y 
eslableciendo !odas las medidas necc.~a· 



ria.' paro su aplicactón correcta, lo que m­
cluye la prevención de abtl\O.s o fraude' 
clarnmente establecidos por la compara­
ción emrc los hechos y los témúnos de 
l a.~ nonna.~ (comuuitarias) aplicables. Pero 
las medidas que se adopten no deben >U­
poner una daogación respecto de las dis­
po~iciones de una directi\'a, a no ser que 
la propia directi\'a faculte e~pre.antente 
pant ello: se trata sólo de lograr una mera 
aplicación leal y respetuosa con lo' objc­
ti\'os que la nom1a pretenda("). En algu­
nas ocastones. cierto estado.~ han esta­
blecido regulaciones denegando benefi­
cios previstos en una directiva en supues­
tos considerados fraudulcuto> wn carác­
ter general: así Dinamarca e lrl:mda lija­
ron en determinado momento línútel 
cuamitati1 os a la importación de ceneza 
par.t con~umo particular. con el propósito 
de evitar que se eludieran los impuestos 
debido:. en el caso de irnportactón con fi­
ne¡, comerciales. según la Directiva 69/ 
169; cualquier cantidad de cerveza en el 
equ iJX~e de los viajeros superior a 1 O li­
tro>, en Dinamarca. o 12 litros, en Irlan­
da. no >e consideraba exenta. El riesgo de 
fraude em evidente. pero las medidas na­
cionales no se arnparnban en mngunacl~u­
sula permtstva de la directiva. 1:1 Tribu­
nal de Justicia ni siquiera aludtó a los pro­
blemas denvados de negar la 1>0 ibilidad 
de prueba. en el sentido que hemos vi M 

respecto al Asunto Ledoux sitiO que cen­
suró la.' limitaciones 1>0r ~r derogacio­
nes noautori7~dasde la directi\ a en cues­
tión. puesto que "lo~ 8 tado• Miembros 
tan solo cott<ervan la compct~ncia limi­
wda que reconocen a su fmw lo~ propio~ 

precepto' de las Directiva; de referencia. 
Ahora bien, wos no prc1 én la facultad 
dcc.,lllblcccr limite, cuantitativos para las 
merc:mcías a las que no se refiere cxpre­
;amcntccl apartado 1 del art ículo 4 de la 
Directiva''. El propio Tribunal señaló la 
natur.tleal presuntiva de las normas pro­
hibid;lS, y sus efectos: "procede señalar 
que la disposición controvertida supone 
!.1 presunción iurrs el de wre del carácter 
comercial de la importación en tanto que 
se refiere a más de 1 O litros de cerveza lo 
que significa aiiadir al texto del rutículo 4 
de la Direcuva un producto a que él mi. -
mo no alude''"'· 

Como \cm o,, el fundamento en la 
realidad material de los hechos ("dato 
objcti,·os"), que resultó el punto decisi­
\'O en otra~ sentencia~ del Tnbunal. no 
fue considerado en estos caws y la. o­
lución se apoyó en lund:uncntos distin­
tos: las medida., de 1t landa ) Dinamar­
ca afectaban al ámbito de aplicación de 
la directiva. excluían de >liS beneficio~ 

a los vi<~ero~ que. de otro modo. obten­
dn'an las Yen tajas pr~vi~ tas por cl legis­
lddor comunitario. Y ello a rravés de una 
prc;unción i11ris el de Ílll'í'. 

El canícter especial de las presuncio­
nc' iuris e1 de i11rc. en cuamo Jfcctan a 
la delimitación del objeto de la norma. 
e~ predicado por el Tnbunal de Justicia 
de las Comunidade' Europc.1.' de modo 
imilar a como vimos en di\crsa~ ~en­

tcncias de tribunales nac ionale~ (ver 
punto 2.2.). La difíc il di~t i nc iún entre 
presunciones y ficc iones vucl 1 e rt mo~­
trarsc, puesto que M: poli ría plantear que 
lo que e l Tribunal de Justic ia denomina 
"presunción i11ri.1 el de iun'' ("irrebut­
table pre:,urnption" en d tc~to inglés) 
son. en realidad. liccioncs. En todo caso. 
y corno ya defendí. aun cuando se pue­
dan considerar liguras independientes. 
ambas despl iegan efectos similares en 
la práctica. ¿Sería así si las presuncio­
nes absolutas. por ser simples e lemen­
tos probatorios. pudieran aplicarse o no 
aplicarse por la Administración en cada 
ca. o?. Hemos dado una opinión gene­
ral. obre esta cuestión. considerando que 
no exi, te tal posibilidad p<W \er contra­
ria al principio de legalidad en la actua­
ción ad ministrati va. Peto el Derecho 
Comunitario no~ ofrece otro~ argumen­
to~ C>pecílicos de Mt ámbito para apo­
yar moestra tesis. En primer lugar. de­
bemos recalcar de nuevo el enfoque del 
Tribunal de Justicia en <JSuntos como los 
descritos más arriba. donde se declara 
la invalidez de las medidas nacionales 
sin ningún matiz. de fonna absoluta. lo 
que parece deJar poco margen a los Es­
tados Miembros en la aplicación efecti­
va de los límites. Esto es atín mál. evi­
dente si consideramos que el Ahogado 
General Sr. Dannon propuso para este 
tipo de casos un control in si 111 de ca-

tunJcza de la Ul' e' que los E, , _ 
Jo, ~l.Jembrm .... ~ .... -vn~-cdcn recípro­
camente t i dere-:h1.1 de ~tp1i.:..rr ~us 
nonn.L\ n:u.:aonJk' conLnt Jo._ poM~ 
bJ<, frnudo,, p:ru ..vmclidJ "'" fo­
cultouJ ;l lúmtc~ par .t C\'Jtar una 
tmplcrnrn111dt\n d1\'t!rl;,Cntc:: de \a¡; 
ll4.Jtm.:L" c:omulll tom!l-. . 

¡JJ ) C'nndu,Jt>nc' dd Al>o!!udt> 
Gencml Sr M.LI'Cl' l).tnuon. 1 deJu. 
tio de t 9'10, en el A"'"'" 158188. 
Cr•mi.w in .h· !tH Comrmidmlt!< Eu· 
"'l"cu cmrmr lrltmda, Re..:. 19<JO. 
[l l-J 452 t[lUOifl 27 ). 

t:i41 ,\,unto .2XJ/lll. Clifr mnlra 

Momsrn ofllm/olo, Rcc. 1'182. p. 
:1..1 15 ( \lo tr.ulnccuinl 

(\5) huntv t ~~~ l. Gmlmr Sdml 
U mt<mt· 1:. \f't"diurur 8\' r r>rura 

lusprNt ru dtrr fm•tN . .-n u IU.fn tn 
lccrpo:, 11. RoorruJ<I<II. Rcc. 1%2. 
p. t 4l~J. Tr.utucc~<>n lumodn de,JII­
,;:,.prm/( r1du clrl Triúwrt1l dr Jusll· 
del (lf la,\ Cnmmudad.>.r EuhlprtlS 

¡.relecrron) 1982 rnol• 28¡ 
El Acta Únt t.".tl:.uro¡x:;u.iefin aO md:, 
cl:lrnmcnh! la noción el~ ··mcn:ado 
interior" imcwndo ua pn.~esu Llc 
:1bohcz6n di! b.ur~ra.'ii h,., c:-tle"~. téc· 
nic~•., y li..calc-, p; r.t fadlitar la ac­
f..'ion de k~ OJXr.u.Jore!-. cconl"~m h..:O' 

tn ... u 3ctl\id.h.l intrJJ.:'' numl..uia .. 

(l6 ) Cond u, ionc' del Abo¡:.tdo 
General Sr ,\'torco Donmm en el 
A:-.umo 1 $K/~íC. Comish;,, ccmtro 
8 !/git u, purun 26. rdl riéndo~ d lo~ 

A>unto' 278/K2 y 25.JIR5 (nntn1:1). 

en. ,_\~unto 229/Rl. Af:,od o timr 

,¡~J C<•ntr•'\ Outábultur~ i':durrunl 
J..rd t•rr \' ntrru rontrd Sárl "Au blr 

•crr" 1' '"'"'· R~·c 1985. p. t. 
A~unlo ~ 'J/~6 . .\r/t ~~ J~lir en m ro 

Uuit n s•tm•tHawuwc,, Rec. 1988. 
p. 3.!6 1. 
L.1 mi ... mll cxpre~;i6n cr.. recogida por 
el Abogado Gcncml Sr. Dannun 
como un rcqUIStlc') parJ. l:t i nr~plica · 

c16n del Derechtl Comunitario en 
"'US Condu~1onc'i de 7 de Junio de 
19RR. Rec. 19M'!, p. 5.500. en el 
1\ sunto 81/37, Tire Quetn comm 
11..~1 Trensun·mul Commis.s ionerl 
of hrlcm.l R.:' t'IW~. e.\ parle Daily 
.~lar/ wrd Gn rfral Trust PLC. 

97 



( l)\J ,\,tJnlu 1.!1/~6. ;\/uu.u._rr 

p:tht,, rr Mmum drJ Frnmr<'( < tlll 
R , )_\rJimlt dt• Rtl).!it¡ut ( cmltll h·t'\ 

LtdutH, Rcc. 1 9~~. p. J 741. 

Ll<JI Ver nv:a lb 

(41 J l·,te cm ti CJ,t1 de'·" nii!Jltl"l' 
n.,cwn.tle' 4u.: lut:ron r~c.:om>cH.Ll'l 
"''lnO v: lidJs P"' d Tnhunnl d< Jus­
uci.l en el ;\ , unt•' 27R/M2. Rc•n t', 
Hmuh·l~~. \cllrc ·hajl Non/ rubh \' t ,_ 
ma Nrh l'·mnr(r !Ir ,.fn o Klltc'lf , ou 

tro l-ltwpt.._ oll~r t•mt,•r Flctrs/Jfirg, 
Kcc. I'IK~. p. n1. y A'Ullhl2~4/~S. 
/rl\11 Ciroiu !ltmrd ouulm.~l lifmlt'tl 
(i, ltqmdatumJ CfJIIlftl Mimrt._r (nr 
A~rirulfllfY', Rct 1981>, p. 3.]09 

(4.:!1 A'unto ('·2CU!I~M. Cmui\irnt llc­
ltn CmmmiJmh., J:.urnprtrs c·orura 
Hrmo dr /)mmllflh a. Rcc. 1900. p 
1-~ 4·15 
lguJimcnlc. A'""'" L-'n7i~K. ( 'o­

miJitin dt' ltn Conumit/w/4 ·\ Lum 

1'' os nmtru lrlumlu. Re'-". llJ90. p. 
1·4 165 

(-l.l ' Ver. por <JC1rpl<>: 
¡\ ,un1o l0.2179.Comur(Jn dr t.u Co­
IWmult~.lt) t.uropras nmJra Nt•mo 
dr H.!8lrrl, Rec. 1 %1), p 1.48~ 

A'UII IU e 3 ' 9/~7. Comt~um clt• hu 
Comww/mlr~ l~.;tt mpt-n\ ,·oww Pr.tl· 
<<'< Hajm. Re.· 1 99(1, p 1 886. 

(--l•.l) 1\ 'illlllo Cmnúlfi. nola 31 
A!>.untu 324/R~.CamiJimr dt' !tzr: ('n· 
mwth!tt,/P~ F:trmpru f rrmtra Rc';uo 
dr He/giw. Rec. 1984. 1'· 1 ~6 1. 

ruumo S/~4. O ili'( 1 CnHtrl'lrC.\ lid. 
comrn Commrnitnh'U nf CtUIWIIJ 

amhH tU. Re-c. 1\1~5. p. 617. 

J-15llnc1U>O~u"n<lo J. Jphcocu\n del 
Oerecho Comunttario c,t.l g~1r.1nt i 

l"oiU oi IJVI :tU lo:IC\..IU \11 1 \!~hJ. IU\ 1:'\td• 

do~ Mttmhro~ dt·hcn elimm.tr J.1s 
nurma' inefu:ac.:c' ~e 'U\ ort.lc­
mmucnto-... 
A~:ountn lo.tiR6.Comiwm tl(•lu.\ Co ­
mlmulat!tt.f t:urrJI't·us roll/rtt Jroll.t 
K.-c. I'!SX, p. I.N9· "l.1pnmocia y 
el cfcctu c .. hu:1..lo clt.· 1~ nunn:~.., de 
()cn ... "'.'ho Comunu::ari1J no lihc:r:¡n ;\ 
In~ f!,l¡\do'-. M•cmhn,1, Ur: 'IU ubhgu· 
Cli)ll de chmuuu d ~: ~ u o;; orden~-
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rácter prácuco. a.~pecto al que el Tribu­
mil ni , ¡quiera aludió. La propuesta del 
Sr. Dannon no era más que establecer 
el modo lógico de cnn~tata1 el carácter 
cometcial de una imporlación cuando no 
~e di~ponían límites ni regla expr.:~os 

para la cerveza. Pero. enlodo ca,o, tam­
pocn c,ta fónnula ~cría lo mi,mo que 
c'tJblecer un limite y luego d.:cidir so­
br.: MI aplicación o no aplicación ante 
cada <ituación. 

Pero además, si la posibi lidad d.: no 
aplicar una presunción iuri.l' er de 1111'1! 

no rc<ulta en la validez de c~a opción. 
es porque la efectividad del Derecho 
Comunitario no puede depender de una 
capacidad discrecional ele la Adminis­
tración. Éste e un principio de seguri­
dad jurfdica a nivel europeo que se co­
necta fnumamentc con (a_, obligaciones 
ele los Estados Miembros asumidas en 
el Tratado CE. De acuerdo con la repe­
lida jurisprudencia del Tribunal de Jus­
licia. "meras prácticas admini~trat iva~. 

que por su naiUraleza pueden 'cr cam­
btadas) cómo y cuándo I n~ nutoriclaclcs 
decidan y que no reciben una publici­
d<tcl lo suticienlernentc amplia, no pue­
den ser consideradas. en c<tas circun'­
tancias. como un cumplimicnlo adecua­
do ele la nbligación impuesta por el Ar­
tículo 181) sobre los E~l ados Miembro~ 

a l o~ que las directivas se dirigen"'·"•. 
De esla manera, aun cuando en un or­
denamiento nacional la .AdminiMración 
tuviera facuhaclcs para recurrir o no a 
una presunción ab~olu ta en cada ca o 
concreto. el Derecho Comunilario ve­
taría una opción de csla clase al imple­
mentar una directiva. cuyos efectos no 
pueden depender. como hemos dtcho. 
de la voluntad política en cadn eslado. 

E~blen dos condiciones más que las 
1ncdida <> r~ <>lrictivas establecidas por los 
Estadob tvliembros tienen que cumplir 
indispensablemente para su validez: de­
ben ser efectivas para lograr el tin que 
persigan. y deben ser conformes al prin­
ci pio de proporcionalidad('"'). 

Respecto a la efectividad, es evidenle 
que las restricciones a Jos derechos sólo 

podnln aceptarse si la nonna que las pro­
voca con un objetivo legítimo es real­
mente adecuada para cumplir su misión. 
En caso contmrio. podríamos estar ame 
un freno encubierto a la imegración con 
el que el e~tado en cuel>tión incumpliría 
su~ obligaciones bajo el Tratado. 

Esta exigencia se conecta íntima­
mente con la necesidad de motivar cual­
quier desviactón en la aplicación de las 
normas comunilarias en "datos objeti­
\'O'"· pero no coincide exactamente en 
su significación porqtte se dirige a un 
ümbi1o superior. a la propia creación y 
estructura de la pre. unción. La posibt­
lidad de pmeba en contrario es el me­
dio adecuado parn evitar la ineticacia 
de lo~ hencficins derivados del Derecho 
Comunitariu. según se dcduc~ del Asun­
lo Lcdoux. en ~upuesto~ donde no se 
aprecia ninguna indicación de frnude o 
abuso: pero el propio desplaz;uniento de 
la cargJ de la prueba puede suponer un 
gravamen injustificado sobre los indi­
\'iduos si no se encuemrn motivado por 
un riesgo de ac tividades fraudulentas y 
la prueba exigida es indicativa de la li­
citud de la operactón. Es1o supone que 
debe ;-i~mpre eXtsur el llamado "nexo 
lógico" en la~ presunciones. esa relación 
de mayor probabilidad entre el hecho 
b;tse y la consecuencia presumida. Si no 
exiqicra, las presunciones serínn inefi­
caces al poder destmirse sus efec1os 
mediame la prueba penineme, que siem­
pre ~er~ admitida al cs1ar excluidas las 
presunciones absolUJas en el ámbito del 
Derecho Comunitario. pero incluso la~ 
nonnas ineficace~ serían inválidas al no 
responder a una necesidad real. Los Es­
tador; .\-ltembros están obhgado;; a eli-
minar de su.< mdcnamicntos cualquier 
norma incompatible con el Derecho Co­
munilario. indcpcncl icmememe de que 
sea o no sea opcrnliva('~). 

El principio de proporcionalidad es 
t illO de 101 principios generales que in­
forman toda la acl i vi dad desarrollada en 
el ámbito de las competencias comuni­
tarias. 1an1o por los Estados Miembros 
cnmo por las propias inslituciones eu­
ropeas en respeto del pnncip io de 



subsidiariedad. En nuestro campo de es­
tudio, supone un límite a la actuación 
de los estados: en casos donde medida> 
nacionales justificadas pueden entrar en 
con nieto con el desarrollo pleno de las 
normas comunitarias - las libertades y 
derechos que garantizan -. dichas me­
didas sólo serán válidas i no eJ~:isten me­
dios menos restrictivos para lograr efi­
cazmente el fi n perseguido. El princi­
pio de proporcionalidad es de gran im­
portancia en las áreas no armonizadas. 
puesto qne allí las posibi lidades para los 
Estados Miembros aparecen más inde­
finidas y. para valorarlas. hay q11e acu­
dir a este tipo d~ conceptO> jurídicos in­
determinados. Pero actúa igualmente 
respecto a las medida adoptadas en la 
implementación de las Directivas en 
materia tributaria por ejemplo. en el 
Asunto Carcimi ya mencionado. el Tri­
bunal de Justicia declaró que "los Esta­
dos Miembros retienen poderes para 
actuar ( ... ) específicamente con el pro­
pósito de evitar fraudes fiscales. Por 
ello. si las medidas adoptadas para lo­
grar ese objetivo no son excesivas, son 
compatibles (con el principio de libre 
circulación de mercancías)". 

3.4 . .Áreas no armonizadas 

En estos campos. los Estados Miem­
bros retienen sus poderes casi intactos y, 
por tanto, establecen sus sisremas fisca­
les de forma aurónoma. Las presuncio­
nes podrán ser usadas en la ley nacional 
corno cualquier oa·o insuurnento. 

No obstante, ya vimos que la gene­
ralidad con la que el Derecho Comuni­
tario se expresa ha determinado una "ex­
pansión" de su ámbito de innuencia. de 
modo que incluso las materias no anno­
nizadas se ven afectadas de modo natu­
ral por Jos artículos del Tratado, aun­
que este resultado no estaba muy pro­
bablemente en la mente de sus redacro­
res (punto 3. 1.). Esto hace que Jos Esta­
dos Miembros, a pesar de contar con una 
amplía libertad de actuación en virtud 
de su soberanía, deban respetar deter­
minada~ condiciones en cumplimiento 
de sus obligaciones asumidas. 

Serán las libenades fundamentales. 
como hemos visto, las que mcidan so­
bre el poder normativo de cada estado. 
Pero. en el estado actual de integración 
europea. una reduccióu de los poderes 
de los Estados M icmbros que no se co­
rresponda con una labor armonit:adora 
o la a unción de una competencia ex­
clusiva por la Comunidad Europea. pue­
de afectar seriamente la eficacia y co­
her~ncia de lo~ ordenamientos jurid1c0. 
nacionales. 

Así pues. la integr3ción económica 
supone alguno~ riesgos para la recau­
dación de tributos, por las po~i bi lidades 

que abren las libertades reconocidas por 
el Tratado. Aunque la autoridad formal 
de los Estados Miembros cu 111 atcria~ 

fisca les no disminuye dramáticamente, 
su autoridad real sí se restri nge: la libre 
circulación de bienes y factores produc­
tivos implica. hasta cierto ptmto, la li­
bre circul ación de sus bases tmponibles 
("'). Por ello, se evidencia una precau­
cióll especial a la hora de adoptar medi­
das que puedan afectar los poderes pro­
pios de cada estado. Pero no es f:ícil 
evitar distorsiones en el contexto euro­
peo, donde el ordenamientn comunita­
rio, que prevalece frente a la~ normas 
nacionales, no constituye un cuerpo 
homogéneo y omnicu1n prcnsivo cuyo 
ámbito de aplicación esté claramente 
defi nido y pueda ser ob.jeto. por tanto, 
de un tratamiento unitario en cuanto a 
sus interacc iones con los Derechos na­
cionales. De ahí que haya que conjugar 
el respeto del Tratado y ot ras normas 
con efecto directo con e l mantenimien­
to y protección de Jos ordeMmientos 
jurídicos propios de cada estado. Apar­
te de las cláusulas de salvaguardia que 
incluyen los textos legales comunita.rios, 
jurisprudencialmcntc se admiten otras 
posibilidades de acción por parte de los 
Estados Miembros: se podría decir t¡uc, 
partiendo de la base de unas libertades 
interpretadas en sentido amplio. el Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas admite restricciones que les 
"'devuelven". de algún modo. poderes 
en las áreas afectadas(47) . 

mientos juñdico!' cualqu1er norm:~ 
lncomp.tlible con el Derecho Co· 
munit:lriO. pu~c;;m que el mantt:lll· 
mit:ntO de dichas normas da lugar 
!1 una -.;mwctón ambigua por cu:.~n­
to deja a la~ pcr-on:~ ... af~ctad:t-. en 
un e¡;;tado de mccrtiUumbrc :.~cerca 
de las posibilidades d"ponibtcs de 
::Ipo)a.rsc en e l Dcn~cl1o Cumunita­
rio··. 

(461 Kccn. M.: ''A>peCIOS de la co· 
ordtn:-~ción fi!-.cal en la Comurudnd 
Europea'': Hacic111la Ptibllca Espa 
1l nla. t ~5-2Jt993. p . . 17--17. 

(471 Len.tcns. Kocn, y Van Yper­
s~lc. Patnck: '"Le prim;;ipe de ~ub­
sid.anlé ..... (no1a 2 t ). 

(-18) A~unlnC- 19/92 , Dietu Krnu ¡ 

cmurtr Lmrd Hadi'II·VIilruemberg, 
Roe. t99J, p. t- t.M1. 
Igualmente. l:t\ pnmcra!) c \.pre')IO· 

nel\ de cM a doctrina. 
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.,,um .. -. :uno.~. Johwu1t, llt'nriru .. 
Muna 1 att Bmsbt'f1tt 1t romr11 81"-. 
tuar ''"'ele· Bt•tlr ijjl&·rrtm~:m.~ lOCJI 

el<- \1flcmlnu~rr!JuJ. R:c IIJ74. p 
1 2'!~ 
A'unt•) 11 t:,(7'l:;, J 1\m•orl umtra 
~~crtWf)' t>/ .\tdlt" /ru Fcmromtc 
Afl«11 <. Ro~ 1 q7q p.l19 

(-lC)) \\unto 3t)J1o:fl. 'i.\ltu•Ltnrcon 
tr'-' Un", nitill llrulfltH'n: R~l· 
J'l~n r 1 1n1 
Opuuón c.ld AbOl':tdo G~ncr;ll Sr. 
Thrmnn tn ti A'llllh> ~11~7. {/¡, 

(Juren t tullrcl 1/.A/, 1 ri'CIShT)' Cllli/ 

('nmminitmn \ rij lnlmrtl R• •H•mtt•, 
,. , JHII/r Oml\ Mm/ und Gf•m•raf 
'fm.H PI.C. 

(50) A ' un10 12onx. flt•we úntm/ 
¡\(; fOI//1"11 nwuftHitOIWJitd\'{'f 

uulwm.:fur!J,umrtH'l m, !{ce. 1979. 
p 1>49. ("('a;"' tlc Dt¡o>n"). 

(S 1) ('onclu<cnn<' dol Abng •• do Gc 

n<t.ll Sr. l'lnh¡>pc Lcgercn d A\ un­
h.J Schumad .. cr (mua :!2), punlo 48 
""'"'"C 5~/'!4, R.ucluml Gcb/¡unJ 
nmtr,, Cmu1~lw tlr/I'OrJmt dtRfi 
Al'\"tk'tttl f Pmc uratori d; M llmu'. 
n )' r. e:.h! A '-IUnlo '-IUJXnl\: una tk Ja, 
úhtma\ C'<Jlrc,•onc, de 1.1 rul~ of 
rt•ml~t~ htl y cumula aph\.'a el Ttabu· 
n.sl Uc Ju'-lttct:t y. atlcmíb. c~pret;.ltl..! 
cnn c;tdcttr grne.:tl: t'll \U puntu J7 
c\l.tblc4.:t: lu-. t c~uiMto' que h.m t.k: 
concltm r p3r:l JU,Ilflcar l.l~ rl!~l nc 

ctOn(' .... 1 l:h lit~n~~'-'' comunihtrut'; 
upli<.·uciun nof.h.,cnmm:unria. r.lt O· 

ne\ de intcré\ gt:ncr.tl. ,\clccuad ún 
y pr<•p<trciunntidad. 

(52! V.tni>tcnducl. ~.: " 1 he hmtt> to 
1hc llC\\< Community Ta:\ Onler", 
Comnum hlm~rt U m• Rl l'it•n 1994. 
p. 2')), 

(5.1¡ V<r nota 25. 

(54) Se ub,t.:n .t una t.'tllllrndtcu tSn 
cntrt: la. úhtm3 JHn,pnuJC'ndJ del 
Tnbunat de Ju,lt<t.t y la doctnno el a· 
bor.tda en el A\unto ll.l<hmann la 
JU{Otd•c.tc tón de medi t.l .1~ ~.hwn­

mmatvria:>t parece cxdU1!"4;C en el 
A'unto C'-~5f9 .t (not.l ~ t J. dundc 
:lp:trecc un cnuncwdo JlCncrJJ de 1~ 
rute of rttr.rmz refiriéndoiJ -...:)Jo a 
mé<hd:l'l no da,cnminnt urin~. No 
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3..1.1. F./ abuso del D~reclw Comuni­
laritJ 

Re pecto de las nonnas comunita­
na.~. podemo~ hablar de una milización 
abu~tl'a cuando se pmigucn ohjctivo:. 
aJeno' al iundamcmo de la\ mi,m:". 
Dada la coexi, tencia de dm. órdcnc' le­
gales en la Unión Europea -el Derecho 
Comunitario ~ los Derecho;, nacionalc;­
cl abuso se traduce en un fraude de ley 
nacional. 

Desde un momenro muy tcmprauo, 
una vez que los Tratados y la.1 not ma.1 
derivadas confirieron a los individttO.I 
nuc1•os derecho. y libertades, surgió el 
problema de la posible elusión de las le­
gislaciones de los Estados Miembros 
gracia;, al recut o a la.1 reglas comuni­
tanas que ofrecían grandes po. ibil icla­
del para ello. Obvidmcntc. éste era un 
efecto no deseado que el legislador co­
munitario en ningún caso pcr;;cguía. de 
modo que la situación no podía ser acep­
tada: el Derecho Comunitario no debía 
aplicarse ctwndo sirvkra a propósitos 
ilegítimo' alejados de sus objetivos rea­
lc.l. Siendo así. el Tribunal de Justicia 
imció uua línca juri;,prudencial que per­
mite a los Estados Miembros imponer 
rcqui ~i tos y adoplar medidas reslricti­
vas de la~ libertades económicas con el 
lin d~ evilar posibles abusos. En pala­
bra ~ del Tribunal ( ... ) a falta de armoni­
Lación. el Derecho Comunitario no pro­
hibe a un Estado }!iembro adoptar me­
didas destinadas a evitar que las facili­
dades creadas por el Tratado se uti licen 
de fonna abusiva y conrraria al interé-s 
legítimo de dicho Estado""". Cuando 
'.e u u"" uoJ~tt' O> oemue,lran que el 
recur<;Q al Derecho Comunitario persi­
gue unos fi nes abusivos. "tales abusos 
no eslán cubienos por las nom1as co­
munitarias en cuestión"'''''. 

Éste ser:í un campo imponante don­
de la1 prc~unc iones pueden desplegar 
sus efcc1os, como método útil para im­
pedir que se realice un uso abusivo de 
las normas de la UE. que es lo que jus­
li1ica la adopción de una norma de na­
tnralen• rc;tricliva de derechos. 

J../.2. "Rule ofreasoll": excepci1J11es a 
la t1plicaci611 del Derecho Comuui­
laria 

Extsten mottvos que pueden justifi­
car medida.1 nactonales restrictivas de las 
libenadc1 conferidas por el Tratado en la 
auc;cncia de regla., comunes. Las diferen­
cia; enlrc las lcgislacione1 de los Esta­
dos Miembros que ob1taculicen la inte­
gr.tción serán aceptable¡, siempre que es­
tén justilicada; por "exigencias impem­
tivas" (en el lenguaje del Asunto Ca· ·is 
de Dijon)'"'1 que deban ser satisfechas. El 
Tribunal de Justicia aplica lajUtispmden­
cia de la "m le of rcason" en el campo de 
las normmivas fiscales(''). 

En la situación actual, la soberanía de 
los &tados Miembros en matena tribu· 
tari,t requiere que ~e respeten los elemen­
tos fundamentales de los sistemas lisca­
lcs nacionales si no se quiere correr el 
riesgo de deointegrarlos(l. El Tribunal 
ha reconoctdo la imponancta de salva­
guardar su coherencia interna. mostran­
do así su senstbilidad en temas fiscales. 
Éste es el resultado del Asumo 
"Bachmann"(''). sobre el art. -18 Tratado 
CE. donde se cueslionaba la validez de 
los preceptos de la ley belga accrc:t de la 
deductibilidad en el impó1 sur les 
Ret•emws de las prima. de seguro; de vida 
y pensiones suplementarias. qtte resulta­
ban en una di ;;criminación de Jacto. el 
Tribunal de Ju ~Jicia apreció razones para 
juslificar la normas en cueslión: dada la 
conexión entre las deducciones de las 
prima;. y el posterior gravamen de las 
pensiones o el capital rectbJdos de las 
Compañías de Seguros. penrutir la de­

<Juccton oc comnbuctones cuya conrra-
panida sería recibida en un país extran­
jero (y escaparía del impuesto belga) afec­
taría a la cohesión del sisJema. 

Así pues, la cohesión de los sistemas 
liscale. cons1i1uyen una justificación para 
las nonna1 nacionales que resultan en un 
efecto discriminatorio y serían. en prin­
cipio, incompatibles con la ltbre circula­
ción de trab;tiadores("): la coherencia in­
tema se constituye como objelivo de in­
terés general merecedor de protección. 



Respwo a los anículos 52> 59 del 
Tratado, el Tribunal pa1ccc adoptar un 
enfoque distinto("). La~ normas discri­
minatorias en el campo de los servicios 
y la libenad de C\tahlccimicnto sólo pue­
den justific~e \i <;e pueden incluir en 
una derogación expresa como la conte­
nida en el m1. 56('''). Pero exigencia~ re­
lativas a objetivos de interés genernl 
("general good")(") si justifican restnc­
Ciones que afecten de 1gual modo a lo;, 
prop1os nacionales y a lo-; del resto de 
E.-;tados Miembro;,. Sin embargo. cuan­
do el Tribunal aprecia qu~ una norma 
rcwinge c;,ta<; libcrwdes. tiende a resis­
tirse a la hur:t de e<tli ficarla como 
di;,criminatoria ('') De este modo, en 
el A;,unto "Bachmann" ,tlude al interé;, 
gcncntl para v:tlidar la normativa belga 
en relación con el an. 59. pero no anali­
za los posibles efectos discriminatonos 
que harían imposible la aplicación de la 
excepción según su jurisprudencia. 

En realidad. ést:t es la verdadera na­
turaleza de la "rule of reason ·· tal y como 
se deriva de la doctnna de "Cassis de 
Dijon ··.De hecho. consideraciones fi sca­
les fueron admttidas como justificación 
de posibles restricciones al hbre mo~ i­

nnento de mercancías consagrado en el 
an. 30 del Tratado. Y la vigencia de la ju­
rtsprudencta se extiende a todas l a~ liber­
tades fundamentales de la UE. Pero 
como hemos d1cho. ha quedado e. table­
cida. tal vez como deferencia a los E,ta­
dos Miembros en lo rclatim al n~erc,ulo 
laboral. la aplicaci(m :i!ípica de la "ntlc 
of reason·· a medidas di;criminatoria' en 
el ~tnbito de aplicación del art. .J8. 

Al igual que l'imos en el a panado a n­
tenor. las presunctone' que. por inver­
tir la carga de la prueba. consútuyan una 
restricción de los derechos conferido' 
por el ordenamien1o comunitario porlr~n 
es!ftr justificada~ en !finto se acojan a la;, 
c~ccpcioncs rcwnoc ida~ por ntzoncs de 
intcr~ general Su validez dependerá. 
además, de que cumplan los requisito 
exigibles a cualquier acción en este sen­
tido. 

J..I.J. Requisirns tle lns medidns Tlacio­
uales 

En áreas no Jnntminda>. lo, r~qut· 
\i to~ e'tigibles a la<; medtdas nacionJJe, 
que puedan e,wr JUSilficadas para .:vi­
lar abusos o bajn la "rule of rca.;on" ,e 
corresponden b:isicamcnrc con los m.:n­
Cionados en la -.ccci•1n dedicada a lo> 
unpuestos armooi t.tdo' (punto 3.2) )· 
por lo tanto, ,e pucckn extraer con-c­
cucncias ~imilarcs en lo que respcct.t a 
Ja., prc~uncionc~. 

Si la ~ presun cionc~ adoptada~ res­
ponden al propó~ito de evitar abu 1h. ,e 
deberá posibilitar la Jportación de prue· 
ba en contrario. puc~to que la deciJr:t­
ción de un abuso ...: hJ de fundamentar 
en "datos objetivos"(''' ¡. En caso de que 
se adopten amparándose en otro tipo de 
ju,tificacionc' (punto 3.-+.2.J. los E'ta· 
do> Miembro' podd n actuar con m:í~ 
lthcnad. y la ncce;,idad de permitir que 
la presunción pueda reb:ttirse ~ólo pl)­
dría fu nd:tr'e en los principios de efec­
tividad y propot cionaliclad. En todo 
ca,o. pueden concurrit ambos tipos de 
justificaciones para una nonna. lo que 
, upondrfa la posible admisibilidad de l a~ 

presunciones absolut:J <;. 

En cuanto :t la po~ i bil i dad de utili­
lar para estos fin~:s una presunción rc>­
trictiva de libertad.:~ cuya aplicación 
fucrJ potestath·a par.t la Admini~trac ión . 

y se intcntarJ ver en la po!.ibi lidad de 
no aplicación el medio tdóneo para evi 
tar lc:.iones IIIJU~t i ficadas de esas liber­
tades. hay que dec ir que el Tribunal de 
Justtcia no acepta este upo de mwna­
mJentos. La Admtntstrac ión debe venir 
obligada al re. peto del De1echo Comu­
nttano aplicable en todo caso: su etec­
tividad no puede clcpcnclcr de una deci­
sión administrativa. Así. en los Asun­
tos Biehl("') y Schum:tckcr(M). donde l a~ 
norma.<; naciona lc~ provocan efecto' 
discriminatorios prohibidos. procedi­
tntcmos de gracia o discrecionales que 
remediarían e<;as consecuencias no fue­
ron reputado> como garantías suficien­
tes para :tsegur:tr el cumplimiento de las 
obligaciones de los l:.st::tdos Miembros: 

l)h..,t.mtc. al l.rntJ~t" l'\h: ullimtl c.c.o 
de un prohlt'm:J en n:I:ICI(In Cf'ln lm 
articulo> 5~ , ~~ dd T••U•do. c:.be 
... uponcr qu~·~rrmm.-cc \Jgcnh: la 
l'<"'c•ón •<~<>r13Ja p.>ra el aniculo 
..JR ~on Jnt~ntlndad. pu4-~to que IJ 
h1rmul..tCtón ¡;.:·¡~r.tl d~l punlo 37 
'e t:on"tu.lcr:tría ('bita drc ttJ. 

(~~ ) Roth, W. 11 : Comcn"mo al 
,\ .. untv 8Jt:hl'lhtnn. en Commmr 
M11rl.rt /.«1, Rfl ll">r 10: .1K7·.l~5. 
19<1:1 

(~6) \ >unto C-2 M>IJ. Stichtmg 
Co/1, r· til' l r A'Ht'nllt' l'rwr;ir,~ing 

Gmula \ mr11s cwrtw Commu 
wttatll ronr Jt• \1, tlia t(M}, Rcc 
¡q91.p 1~ ()()7 

,\ , unlll C-4~-t":J.t Pttrr ,\l l'll.MfHt 

\ ¡.,na Gultu, ,Hm nmtr11 ~fmhtTP 
dtt Lf)/,'CIII~III rl .Ir /' l,rtJunumc. 
n.y.r. 

(57) A \UIIIn 279/~tl.l'mrrw prn11f 
<"rmtru Al}rtJ l <>lm ll'rb/J. Rec 
t9SI. p. 3 .. 105 

(51>) A,r. en<! A'un•o D1ctcr Kr:tu< 
(nota ~8). t<>P"<IO O lo\ .UI><Uhh 

48 y 52 del Tr.uado. el Trthuna! de 
Ju-,ticía pa1 t!cc con-,idc1ar la mt.•di­
da. n::~ctonul en cuc,uón como no 
dh:nrnin:uori:1 J)(M' r:1.1ón de la na 
c¡un:thdaO. pcw 'llll'ntrJr .1 ~tnah ­

/:tr 1:1 po\1blc dhcnnunacHín di! 
/tu w~ el Tnhunnl C\lt.t. la~.uc .. llun 
t>nr el contrann. el Abu~aJo Gcnc­
r.tl Sr. V:m G~1\Cil en MI' Conclu­
' IUIIC~ prc ~cnlo.~tl:t"' el 1.\ d1.· Enero 
de 1 9\Jl , ¡ en, uenlr:t cfr..:IO'- tlt.,cri· 
nlln3tonc.... t.'lll:t"' 1 nm1~h alcm.m .. tS . 

)' c .. tarÍJn rhlhibldO' h1en pnr el 

antoulo 7 dd Tr.•t:td<> (; hor:t ani 
culo 61. bien pvr el urllculo 48. o 
h1cn por el artkulo ~·> 
( u anuo el Tubunal de Ju,ttcta "prc­
l~nde .. j li\Uficou un.1 norm:t n.tdo· 
n.>l. ' uclc cl"d" el prublcm.1 de lo' 
ctc:tos: sm embargo. en el As:unto 
13.\Chmann " 110 obligado a estu­
dtarlo> } de ahí la nuc1 a solución 
aponada. No ob~t~me . mcluso en 
el A:.,unlo Bachmann :-.~.: cvató. <.:omo 
ya dijímo~. \aJorar lo rtfereme al 
anícuto 59 y la hbrc pre,tación de 
~Cf\'lcios. 

( :\91 A<unJn Latr. n<~J 37 

(60) Nota 2~. 
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(()IJ t\otJ 25 

(62) •\,untll \an B1n,het¡:tcn tnnta 
48¡ 

A'tunto H.t~.-hmdlln 10•)13 !51 

(6.\J Cc.mdtl'\Jon.:,c.&el A""' '..tdo Gr­
ncr.l1 Sr. \\alt~r \JI\ fX.·n cn. pr'-''n.:n· 
t.td • .- cl27 de Sortt<tr.~r< <k 191J4. 
en hh Awnt•"C .HIN'.C 1521')) 
) ('.151193. l'untu :4 
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en el Asunlo Schumacker se r~>calca "la 
au~cncta de carác1er imperativo de las 
di~ posiciones"~ que el gobierno no ha­
bfa e;lablecido "nmguna disposición 
que 1mpondría a la Administración 
Tribu1ana la obhgac1ón de remediar en 
toda hipótes,,·· los efectos conlmrios a 
derecho. 

Los princtptos de efec1ividad y pro­
porcionalidad uenen el mtsmo sentido y 
fot mulación aquí que en el caso de un­
pu.:~los armonizados, e incluso desem­
peñan un papel mayor a la hora de valo­
rar la1 norma~ nacionales, como se pliSO 
de manifiesto desde las ptimcnt~ scutcn­
ci<L~ del Tribunal de Ju,licia a este res­
pecio(''). Será sobre ~la ba;e que se d~­
cidirá sobre la validct de la,; m~did:tl en 
principio ju,lificablc>, y donde la admi­
sibllidad de las pr~>uncioncs iuris er de 
wre podña cnconlrar problemas segtín lo> 
c~os. autK¡uc no se deriva ncce.;ariamen­
le de e'ta> condiciones de validez. 

4. CO:\CLUSIONES: AL­
GUNAS REFERENCIAS 
NORMATIVAS 

Exisle un ¡>aralelisrno irnpo11anlc en­
tre los rcqui. ilo> que 'e dcriYan del De­
recho Cornunilario y que af~ctan a l:t 
capactdad normaliva de lo Estados 
Mi embros. que deben manlcncr e en el 
re;,pelo de cien as condiciones esencia­
les para el cumplimicnlo de 'liS obliga­
ciones asumida~ en el seno de la UE. y 
los principios de Derecho interno que 
mfonnan el ordendmienlo jurídico es­
patio! en lo que se refiere a las presun­
cione\. A grandes rasgos. se puede lle­
gar a conclusiones eqUivalenles a la.~ que 
hemos ido analizando en la sección 3' 
de es1e trabajo acud1endo 1an sólo a 
fu emes nacionales. SI bien hemos trala­
do de mostrar la existencia de divergen­
cias doctnnales que son. a menudo. de 
gran envergadura. En lodo cnso. la co­
exi.tencta de los dos ordcnmnicnlos so­
bre el mismo espacio jurídico- el Dere­
cho nacional y el Derecho Comunila 
rio- supone que un cicrlo grado de uni­
tonnidad entre los conceptos legales de 

ambos redunde en beneficios derivados 
de la implificación normaliva y la se­
guridad juñdica que se deriva. Éste es 
un panonuna. por lo gcncml. bastante 
acorde con la realidad. aunque diversos 
problemas pueden surgir en la práclica 
>· para su soluctón. es necesario 1ener 
en cuenta !odas las normas aplicables y 
~us efec1os. Cuanlo mayor sea el grado 
de imegración europea. más confli c1os 
podrán aparecer. hasla el día de una hi­
polélica armonización global de las le­
gislaciones lribuwrias. 

Las presunciones, bajo dis1in1as for­
mas, Mm usmlas abnndan1cmen1c en el 
Derecho Tribulario español. Se trata, 
principalmenle, de sujelar a impucslo 
dclcrminados rcndimicnlos. clemenlos 
patrimoniales o aclos que, de olm for­
ma, c;caparían fácilmente a las nom1as 
fiscak~. Con el m1smo propósi1o pero 
en semido comrario. también se suelen 
emplear a la hora de la concestón de 
exenciones o en supuestos de no suje­
ción. Su función como medios de lucha 
contra el fraude es imponante. 

En el cmnpo de la imposición indi­
rccla, objclo de armonización a lravés 
de las dircclivas del Consejo de la CE, 
la lcgi. !ación cspwiola hace uso abun­
clall!c de la> presunciones en las nonna­
livas de los distill!os impuestos. Ya he­
mos vis! o como el Derecho Comunila­
rio despliega sus mayores efectos en esta 
materia. y exis1e jurisprudencia del Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de la que deducimos el alcan­
ce y las implicaciones de la.~ normas. 
Uno de los casos paradigmálicos y que 
~e adapta pcrlcclamcnle a nuestra ex­
posición se rclierc al régimen fiscal apli­
cable a los viajeros y la adquisición de 
bienes personales: se pern1i1e que las 
pcr~ona~ residenles en la Comunidad 
puedan adquirir directamente. en cual­
quier Eslado Miembro. los bienes per­
sonales que no conslituyan expedición 
comercial, tributando únicamen1e don­
de efcc1úen sus compras. Pnra la dcler­
minación del carác1er comercial se sue­
le acudir a la prueba por presunciones; 
de es1e modo, por ejemplo, el artículo 



15 de la Ley 3811 992. de 28 de Diciem­
bre, de Impuestos Especiaks dispone: 

""8. Con objeto de determinar que lo> 
productos a que se retierc el npanado 7 
de este anículo y el apanado 1 del artí­
culo 16 (circulación imracornunitaria) 
C>l:ín destinados a fines comerciales. <;e 

tendrán en cuenta. entre otros. los si­
guientes elementos: 

( .. ) 

~) Cantidnd de los productos. 

9. Para la aplicación de In lctr;t e) del 
apartado anterior, se considcr:mí que 
!O> producto; se tienen con fi nes co­
mcrci;tlc;, s.1lvo pnteba en contrario, 
cuando las canlidndes excedan de las 
siguientes: 

a) Labores d~ tabaco: 

1 •. Cigarri llo~. 800 unidades. 

2'. Cigarritos . .¡()() unidades. 

3'. Cigarro>. 200 unidades. 

.¡•. L:1s re\tantes labore.' riel tabaco. 1 
kilogramo. 

b) Bebidas alcohólicas: 

1'. Bebidas derivadas. 1 O IHros. 

2'. Productos imennedios, 20 litros. 

3'. Vinos y cerveLas femtcntadas. 90 li­
tros. 

.¡•. Ccrve7.1S, 110 li tros. 

Como vemos, la norma se aproxima 
a la.~ dtsposictones irlandesa y danesa 
que e. ludiamos en el punto 3.3. pem sal­
va las deficiencias que originaban la m­
v¡t\idct de aquéllas. La presunción que 
establ~cc el arl. 15.9 de la ley de Im­
puestos Especiales no Cli iuris et de iure 
; inoque admite pmeba en contrario. por 
lo que podría ser aceptable :1! no c;la-

blecerse un limJie cuantitall\O en senti­
do estricto. Por otro lado. ¡a_, camida­
des fiJadas como indi miv~~ del c:mk­
ter comercial de la impot tactón 'on lo 
suticientementc e levada~ como para no 
constituir un ob,i<ículo dc>pruporciona­
do a los derechos conferido~ por la' nor­
ma' comHnllarias. 

El refleJO de e ·ta~ mi\ma' condicio­
ne~ de validez se puede enconlrar tam­
bién en el campo de la impo;ación di­
recta. concretamente en e l sistema ar­
moniladode impostción de al gtma_~ope­

mciones dentro del Impuesto de Socie­
dades. La nueva Ley 4:1/191)5. de 27 de 
diciembre. reproduce en su artículo 46. 
letra f) letra c'J, e l detogado articulo 
24. 1 de la Ley 29/ 199 1. ele 16 de diciem­
bre. como implcmentación de la Direc­
tiva Matriz-Filial sobrcdt~t • ibucionc ' de 
dl\'ldendos. El párrafo quinto reta a ·í: 

··w esrablechlo "" e.ltlt letm 110 .1erá 
de aplicaci6n mwulo la mayoría de los 
d(recho de m tu de !11 wcietlad fi lial se 
ostcmedirecra o indtrecrameme por ¡Jer­
sonas /fsica~ o junllial.\ que 110 re.1idan 
en Estados Miembros de la Unin11 Eu­
ropea. exceptn cumulo tu¡rtél!tt realice 
efecriramente ww activitlad empresarial 
directamente relacio11ada cmt la actil'i­
dad empresnrial desarrollado por la 
sociedad filial o teltRa por objeto la di­
tección y gestión de la sociedad filial 
medianJe la adec11ada nrgani~aciótr de 
medio5 materiales y per.\Unales o prue­
be que .W' lw co11 11ituido por molii'O.\ 
ecomímicos l'cílido.\ y no paru tlisfrurar 
i11dehidamente del régimen l''l' t"Íito en 
la pre.ve11le letra ·•. 

La distribución de dividendos de so­
ciedades tiliale'> re~identes en España a 
sus matrices res iden t e.~ en otros Estados 
Miembro. de la UF: e<> una operación 
exenta si ~cumplen la; condicion~ re­
cogidas en la Ley. Para evitar que una 
~oc icdad de un pafs tercero se mtcme 
bcncliciardel efecto combinado de esta 
extensión y de tratados de doble i m po­
sición en otros países de la U e. estable­
ciendo una soc iedad imeqJuesta en ese 
otro país como pa_~o previo a la salida 103 
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de los dividendos de la UE, buscando el 
punto donde la imposición sea más leve 
con el único ámmo de eludir el impues­
to español. se ha introducido esta pre­
sunción en la Ley. Como vemos. está 
fundarnentada por un riesgo de abuso 
de la\ posibilidades abiertas por la exen­
Ción y encuentra su JUSiificación en una 
cláu~u la general anli-abum eslablecida 
en el art. 1.1 de la Dirccliva. Enconlr.l­
mo~ de nuevo una prc~unción iuri; 
lantum, permitiendo In prueba en con­
lrario, pu~ una presunción iuris er de 
iurc constituiría lma derogación no pcr­
muida re~>pecto a la Directiva Mao·iz­
Fil ial, por las razones ya expues1as. 

También las :ír..:a;, no :Irmoniladas 
~ufrcn la influencia del Dcr~cho Comu­
nitario.~egún la jurisprudencia recicme 
del Tribunal de Juslicia y. por tanto, las 
presuncionc' que encontramos en las le­
yes de esos impueMo~ e>tar.ín condicio­
nadas por él en cuanlo puedan 1ener 
efec1os que sobrepasen la lra'<:enden­
cia meramente intern;l. Por ejemplo. 
consideremo' el anículo 5 de la Ley del 
1m puesto de Socicdade;: 

··Articulo 5. l:."l/Ímaciú" t!P re/IItH. 

Ú1s ,.e.liones de bienes y clerechos en sus 
di.I"IÍillas modalidades se prc.wminín 
relribrtidas por su mlor nomwl de mer­
rado, salvo ¡mteba en conrrario". 

L1 Administración 1ribu1aria acepra 
como prueba en contrano un documen­
to de otro órgano de la Admmistración 
que ncrcdile la graluidad de la opera­
ción POflría,nPn<::Hv · rnmn h i,Mfl"!i::i~ " ' 
caso de que no se admitieran documen­
tos pro1·cnicmes de las adminislrac¡o­
nes de otros Eswdos Miembros de la 
UE: cabría planlearse emonces los efec­
los discrimimuorios de jacto de esa si­
tuación en cuanto a la libertad de esla­
bk cirniento proclamada por el anículo 
52 del Tratado CE. En ca.so de que ·e 
observarán esos efectos. no podrían ~cr 
juslificados )' la Adminislración esp:l­
ñola 1endría que aceplar como ¡>ruebas 
para destruir la presunción aquellos do­
cumentos que le fueran presentados y 
que tuvteran las mismas caraclcrísticas 

que los inlcmos. M:Íl. aún, si se denega­
ran sblem:ític;uneme las pruebas apor­
!adas wnto por sociedades españolas 
como por sociedades de otros pafses de 
la UE. es decir. s1 en sus efec1os prácti­
cos la presunción del artículo 5 lomara 
en aosolu1a, la Administración debería 
moditicar 511 pos1ura al menos en Jo que 
rcspcc1a a l a~ ~ocicdadc. foníneas, por­
~uc la libertad de establecimiento tiene 
lambién un car;ícler suslanlivo al mar­
gen de la prohibición de discriminación. 
lo que haría que los nacionales de orros 
Estados Miembros estuvieranm5s pro­
tegidos que los propios espa1ioles bajo 
prisma del Derecho Comunilario. que 
no prohibe la discriminación inversa. 

Nonnalmeme los texlos legales se 
a.JUSian a los condtcionante que re~ullan 
de nues1ra pertenencia a la UE, principal­
meme porque. como hemos dicho. esos re­
quisitos no son muy diferenles de los que 
exis1en de porsícn Derecho intcmo. Pero 
el ordenanucmo comunilario ofrece una 
garanlfa más que se suma a las que puedan 
cxis1ir en cada eslado. Es import:ulle co­
nocer la mfluenciaquc puede tener la UE 
en la vida de losciudadanoscmupeos. ex­
lendiéndosc a mmeriasquc podrían pare­
cer al margen de cualquier influjo exterior. 
Y. como dijimos en la introducción, el de­
sannllo de las posibilidades que se ofre­
cen a los ciudadanos depende de su pro­
pia toma de conciencia de la nueva situa­
ción en que nos hallamos y de la determi­
nación en la defensa de sus derechos. La 

convergencia entre las naciones europeas 
d~pcnde l:unbién, en gran medida. de la 
disposición de cada europeo. 

PRECIOS MÍ. lMOS A LA IMPOR­
TACIÓN DE PRODt;CTOS DE PAÍ­
SES TERCEROS: f?RA UDE EN LOS 
L\1PUESTOS COMPENSATORIOS 

ASUNTOS C-351/93, ("RAISINS 
SECS") Y C-353/93 ("GRIOTTES") 

Recientemente el Tribunal de Justi­
cia ha tenido la oportunidad ele expre­
sarse sobre un caso muy rclucionado con 
el tema de es1e trabajo, donde se mues­
tran nuevamente los principios que in­
fom1an el ordenamiento cumunilario y 



que delenninan la capacidad de acción 
de los Es1ados Miembros en la exacción 
de 1ribu1os de d1feren1e naluralc7a. No; 
referimos a los Asumos Conjunlos C-
351/93 y C-353193. rc~pondicndo a 
cuc~Liones preliminares plamcadas en 
los liligio:> entre Fitmay Limired. 1/.A. 
I'On der Limle y Tracorex Holla11d BVy 
las auloridades aduaneras de los Paises 
Bajos (Mizzisrer rmz Lmzdbouu; Natuur­
beizeer e11 Visserij). con sentencia el 19 
de Enero de 1995. 

Los Asumes versan sobre los im­
pueslos compensatorios eslablcc1dos en 
virlud de la organización com(m de los 
mercados en el sector de los produclos 
transformado' a pa11ir de fru1as y legum­
bres, a lra\·és de los Reglamentos del 
Consejo número> 516177 y 426/86. y de 
los Reglamento• de la Comisión núme­
ros 2.742/82. 1.626/85,2.237/85 y 99~1 
88. En sfmesis. el sistema se basa en la 
fijación de un prec1o mínimo a la im­
po!1ación dentro de la CE para determi­
nados productos, de modo que si el pre­
cio de esos productos en el exterior es 
inferior al fijado se debe pagar un im­
pucslo compensalorio a la hora de aira· 
vcsar una fronlera exterior de la Comu· 
nid:1d. Las empresas en el litigio bu,ca­
ban la devolución de ciertas cantidades 
que. a su juicio. habían sido indebida· 
menle recaudadas. 

Se plantearon varios problemas dado 
que el Tribunal dcJuslicia declaró la in­
validez de alguna~ de las normas adop· 
ladas. y las autorid:1dc. coo1uni1aria> se 
vieron obligadas a modificar las nomla­
Livas reconociendo la necesidad de de­
volver canlidades pagadas en exceso. 
Aquí sólo nos centramos en los razona· 
miemos que se relacionan con el objeto 
de nuestro es1Ud10. esto es. en lo que se 
refiere a la capacidad de los Estados 
Miembros de reprimir el fraude y los 
medios a su alcance. espectalmente en 
cucsi ión de pmeba. 

El fraude en la importaci6u de produc­
tos desde terceros países 

El sis1ema de precios mínimos a la 
Importación es uno de los elementos 

principales >obre los que sustenta la Po­
lítica Agrícola Común: es una med1da 
proteccionisla que impide la enlr.JdJ en 
la u 'E de productO. agrícoi:lS que en el 
mercado mundial lienen un precio mu> 
inferioralquerigeen los E.s1ado Miem­
bros. La elevación de los precio~ ~e con­
Sigue mediante barrera~ arancelaria\, 
que li milao considerablemente las im­
po11acioncs. 

Exisle un gran incentivo para eludir 
esos aranceles: se lratarfa de <!Vitar •u 
pago y de in1roducir en el mercado in­
terior produc1os a bajo precio que des­
plazarían a las producciones europeas. 
Para eludir los impuestos compensa­
torios se recurre a la inlerpo5ic ión de 
diversas sociedades extranJeras en el 
proceso de facturación con el fin de crear 
mificialmente un precio de importación 
elevado que supere el precio míni111o. 
Una vez introducidos los producto$ en 
el interior de la UE. se venderían a un 
precio mferior. 

Para evitar el fraude. lo~ reg lamen­
tos permiten a las autoridades adudnc­
ras de los Estado' Miembros compro­
bar la transparencia del proceso de im­
portación y. en caso de que existieran 
elementos demostrativos de su carácter 
fraudulento. aplicar el impuesto debido. 
Se señalan en las normas comunitarias 
algunos elementos que deben ser valo­
rados para apreciar la naturaleza de la 
importación. como el precio de produc­
ción en el país de ongcn y lo'> ga~lo~ de 
tran~po11c y seguro hasla la entrada en 
el territorio de la Comunidad, a~í como 
que la factura presentada en la aduana 
no provenga del pafs de origen de los 
productos o que el pago no haya sido 
efetnzado en el plazo previsto en los re­
glamentos. 

Reglas de procedimiento 

Para aplicar la reglameni<Ición comu­
nitaria, las auloridades nacionales deben 
aplicar, en primer lugar, las reglas de 
procedimiento nacionales. Será tarea del 
juez nacional la delenninación de la va­
lidez de dichas reglas según el Derecho 
Comunitario. 105 
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Ellegi.\lador comunuario puede mm­
btén hacer armonizado la, di~po~icio­
ncs ndctonalcs o, en caso de que In ley 
nacional no po~ea lo~ in ~<nuncnlos ne­
cesarios pnra la aplicación de las nor­
mal de la Comunidad, CIWhlcccr la1 r~­
gla, por ~í tni1mo. 

Ha~ que lenet en cucnla que el objc­
livo de la reglamentación debe -<:f\icm­
pre ll!lp<!lado. por lo que ,e exige una 
\'alor acicín exhaustiva de !al. circunsl:tn­
cias de hecho ames de proceder a cual­
quier actuación. Es por esto que las hi­
pólesis qtrc lo:, propios rcglamen<os co­
muniwrios apuntan como reveladoras de 
ca~o\ de fr:tude no puedan ser conside­
rada; por las autoridades nacionales 
como presunciones iurrs e1 de 1111'1! que 
no admitan prueba en comrario y per­
milan la recons1rucción del precio "real" 
\in olra verificación: han de ser consi­
deradas como simples indicios(" ). Lo 
mismo se aplicaría a cualqt1ier medida 
o práctica adoptada por los Estados 
Miembros que tuviera los efecto de una 
presunción absolula. 

Pucs10 que no exis1ía ninguna dis­
po~icitín comunilaria que previera los 
diversos medios de prueba admisibles 
en el curso de un connicto de es1c tipo 
en el momento de las importaciones, eo­
rTcspondeJía al juez nacional apreciar las 
prueba · aportadas por ambas partes y 
esclarecer las posibles dudas acerca de 
1:t wrJeid;td del precio de importación. 

En todo ca;o. nada impide a la Ad­
ministración uibUiaria ex1grr las prue­
Jlft$J'Jltl.Si.dr.tarla$,nf.!'~~a'i\~(pmr.í' ... A..•¡\tn,· 

eN sos de abuso, siempre que ex isla un 
riesgo fundado y los requerimien101 no 
sean excesinmenle gravosos o dilcri­
minatonos. El impuesto podría exigirse 
si las pruebas no son aportad:ls("'). 

El objetivo de la reglamemació11 collm· 
llitaria. 

El lin de las normas comuni1aria1 
debe ser siempre respelado por las au­
toridades nacionales a la hora de su apli­
cación. EsiUdiamos en el apartado 3.3. 

las cuestiones referentes a la imerprcla­
ción del Derecho Comunr1ario y su im­
portancia a la hora de delerminar el sen­
tido de las normas. Las medidas que 
puedan adoplar los Estados Miembros 
deb.:n ir d irigida~ a la consecución de 
los objetivos de la organización común. 
En este caso. el precio real d.: impona­
ción es el elememo unportame para el 
funcionamienlo del sis1ema. 

La detenninación del precio de im­
ponación por las autondades aduaneras 
ha de responder a la posibilidad de un 
presun1o abuso ame las circunstancias 
del caso: la Administracrón sólo proce­
derá a la reconstruCCión del precio en la 
ausencia de otros elemcmos. A~í, en el 
Asumo C-353/93 ("grioue~") el Tribu­
nal recuerda su ~enlencia en el Asumo 
Dinter("): el hecho de que exis1a un in­
termediario no supone que se prclenda 
eludir los impues<os compensatorios en 
el momento de entrada en la Comuni­
dad; si es cieno que <;mto el precio pa­
gado por el importador al intermediario 
como el precio de reventa praclJcado 
luego por el primero son supenores al 
precio mínimo de importación. el obje­
lil'o de protección buscado por las nor­
mas comunitarias es alcanzado. 

En todo caso, la reconstrucción del 
precio debe ser realiz:1da "de fonna ra­
zonable~ no arbitraria". Es1a afirmactón 
se relaciona con los requisitos que hemos 
enumemdo a lo largo de este trabajo y a 
los que están suje1as las medidas y actua­
ciones de los Estados Miembros. La exi­
gencia de fundar la denegación de un be­
.Mft!;Í.N'•L' ,i"1M~inil\r.rl:'~lt' ~·m\latm.'lr 
en "datos objetivos" supone la negación 
de la posible arbitrariedad de tm acto ad­
ministratiYo; y elimina la posibilidad de 
acudir a las prcsuncione; iuris e1 de iurc. 
como hemos visto lambién anlenomlen­
le. La cfecti,•id:td de las nonnas naciOna­
les que puedan ser de aplicación en el caso 
<;e enlaza también con la interdicción de 
la arbitrariedad, puesto que una nonna 
q11e no sea efectiva sólo supondrá una 
carga establecida de forma arbit rmia y 
que perjudique a la eon~ecución de los 
objetivos de la reglamentación comuni-



taria. lgual efecto tiene la "'razonabilidad" 
exigida, que además remite necesaria­
mente al principio de proporciomrlidad 
en la aciUación estatal. 

El respeto por los objetivos del De­
recho Comunitario ~e extiende incluso 
a las medidas autorizadas que 1.e pue­
dan adoptar en derogación de los regla­
mentos y directivas comunitarias. y la 
derogación no tr~ más allá de los lími­
te' c.~t rictamente necesarios (proporcio­
nalid.~d)' .. '. 

1Jevoluci6u de impuestos percibidos en 
irifraccióu del Derecho Comunitario: 
Asunto B. P. Soupergaz 

E'ta cuestión no fue tratada por el 
Tribunal de Justicia en los a~untos que 
hemos tratado, puesto que las cuestio­
nes preliminares se referían exclusiva­
mente a la validcl de la exacción del 
impuesto. 

Las cuest iones referentes n la devo­
lución de impuestos han sido objeto de 
varias sentencias del Tribunal. algunas 
de ellas citadas en este tra b:~o. corno el 
famoso Asunto San Giorgio("'). Aunque 
la posición jurispmdencial <;e mantiene 
umforrne nosotros nos referiremos a un 
caso reciente y. por tanto, menos cono­
cido, como es el Asunto B.P. Souper­
gaz(.s¡. El asunto concierne a la inter­
pretación de la Sexta Drrectiva y a la 
posibilidad de que los paniculares in­
voquen determinados preceptos a los 
que se reconoce efecto directo, hacien­
do posible la devolución de impuestos. 

Siguiendo su doctrina fi rn1ememe es-

tar la cfecti\id:td de lns teglas comuni­
taria; y la competencia nacional para 
fijar las normas proeedimcnt¡¡Jc . A es­
tos efectos. cabe recordar. como ya di­
jimos en el apanado 3.2. de este traba­
jo, que la> pre,uncioncs son susceptt­
bles de constituir un obst,lculo injustifi­
cado para dicha efectividad. por lo que 
deberán adoptai'\C cumpliendo cscmpu­
losamcnte con la~ condiciones que dc­
tmninan su valid~z segun el Derecho 
Comunilario. Las presunciOnes iuris 1!1 

de i11reque pudterJ establecer la ley na­
cional no podrían asegurar el cumpli ­
miento de esas condicione,, 

En cuanto al pinzo para interponer 
un recurso. no podría empe7ar a contar 
hasta el momento de la u·anspostctón 
correcta de la directiva al Derecho rn­
terno si esto fuera ncce,ario par a garan­
tizar la defensa del individuo. pul:Sto que 
de otra forma el plazo c~tarfa corriendo 
al mismo tiempo que la nom1a ilegal '-C 

mantiene("'). 

Por úlumo. el Tribunal sciiala que la 
interpretación de una regla real ¡~_.,da por 
el Tribunal de Ju;ticia drbc :-.cr aplicada 
también ala~ ~ituacionc' nacicb~ con an­
terioridad al momento en que ~e realice. 
Éste es el caso de la "fal~a retroacli\ id:rd" 
de las dispo;icroncs mtcrpr.;tativa;, que 
se aplican a si tuaciones anteriores enten­
diéndose que é1e fue el sentido que siem­
pre tuvo la norma: no e . pues. la aphca­
ción de una norma nueva a casos prece­
dentes. sino la correcta aplicación de la 
misma norma que ~iempre extsttó. 
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Marco Dam10n en el A -.unto 158188. 
Comisión contra Bllgim. Rce 1990. p. 
12.367. 

- Asunto 158188. Cmni.lirin de la.\ Co­
munidades Europea.\ C'OIIlrtt lrlwulo. 
Rec. 1990. p. l-2.367. 

- Asunto 208188. Comisión d<' las Co­
mwridades Europeas contra f<rino de 
Dinamarca. Rec. 1990. p. 1 -~.~45. 

-Asunto 367188. Comisión de las Co 
numidades Europeas comm Irlanda, 
Rec. 1990. p. 1-4.465. 

-Asunto C-208189.5/lc/rtmg Col/e,·tiel'e 
Antemze¡•oor:.iemng Gorula y otros con­
tra Commissariat 1•oor de Media (C/11 ). 
Rec. 199 1. p.l-4.007. 

- Asunto C-246/89. Comwón de las 
Comunidades Europeas comm Remo 
Unido de Gran Brctaiíll e Irlanda del 
Norte. Rec. 1991. p. 1-4.007. 

-Asunto C-204/90. flanns-Mnmn /Jnclr­
maml co/llra Bélgica. Ree. 1992, p.l-249 

- Asunto C- 11 219 1. Hans Wemer l'fl ll · 
rra Finwz:amt Aaclrell-llmenswdt, R.:c. 
1993, p. 1-429. 

-Conclusiones del Abogado General Sr. 
Waller van Gcrven en el A ~unto C - 19/ 
92. Dieter Kra11.1, Rec. 1993. p.l-1 663 

-Asunto C-19/92, Dieter Kwu.1 co11tm 
úmd Baden-Wiirllemberg. Rcc. 1993, 
p.I-1 .663. 

-Asunto C-81/92. Hans Di11ter Gmblr 
contra Haupt::.ollwnt Bad Reig/ren/ra/1, 
Rec. 1993, p.l-4.60 l. 

-Conclusiones del Abogado General Sr. 
F.G.Jacobs en el Asunto BP Souperga::., 
n.y.r. 

- Asunto C-62/93, BP Sou¡1erga::. 
Anonimos Etairia Geniki Em¡){)riki­
Viomichaniki kai A11tipm.v.wpeion con­
tra República de Grecia, n.y.r. 109 
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-Conclusiones del Abogado General Sr. 
Phi lippe Léger en el Asunto C-279/93, 
Ro!a~td Schumacke1: n.y.r. 

- Asunto C-279/93, Finan:aml Kóln­
Aitstadt contra Rolcmd Schumacker, 
n.y.r. 

-Conclusiones del Abogado General Sr. 
Walter van Gcrven e n los Asuntos C-
351/93, C-352/93 y C-353/93, H.A. van 
der Li•tde y otros. n.y.r. 

-Asuntos C-35 1/93, C-352/93 y C-353/ 
93. Filma y Limited, J-I.A . van der Linde 

y Tracotex Hol/and IJV contra Minister 
van úmdbm11v, Nawur!Jelteer en Vis­
serij, n.y.r. 
- Asunto C-484/93, Peter Svensson y 
Lena Gnstavsson contra Mi11istre dn 
Logement et de I'Urbw1isme, n.y.r. 
- Asunto C-55/94. Rein!wrd Geblwrd 
comra Co1tsiglio de/i'Ordine deg!i 
Avvocati e Procurati di Mi11mo, n.y.r. 

( 1 J Sobre este punto nos remitimo, a la exposi· 
ción de Patao Taboada. Carlos: "La prueba en el 
procedimiento de gestión tributaria", en VV,AA.: 
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